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La sociedad moderna se t orna cada vez más 
complej a al t omar recursos de la naturaleza de 
modo creciente y desechar a la misma una gran 
cant idad de residuos.  El proceso está alt eran-
do los ecosistemas y el propio funcionamiento 
de los ciclos biogeoquímicos,  pero a diferencia 
de civil izaciones pasadas,  el sist ema actual de 
producción depreda los recursos y produce en-
t ropía (energía y materia disipada) a una velo-
cidad nunca antes regist rada en la hist oria del 
ser humano.

Los efectos de t al dinámica son múlt iples,  des-
de el inequívoco cambio cl imát ico y la dest ruc-
ción de la capa de ozono,  a la t rasgresión de 
los límit es del ciclo del nit rógeno y del fósforo,  
la acidif icación de los océanos,  la ruptura del 
ciclo del agua con miles de represas,  el int enso 
cambio de uso del suelo,  la pérdida de biodi-
versidad,  ent re ot ros.

Los cambios que nos colocan en la actual co-
yuntura son producto de relaciones sociales,  
product ivas y de poder específ icas.  Se puede 
argumentar que en general hay una mayor res-
ponsabil idad hist órica de part e de los países 
met ropolit anos puesto que en la periferia,  en 
promedio,  poco menos de la mit ad de la pobla-
ción,  no t iene hoy día acceso ni siquiera a las 
más básicas innovaciones producto de la mo-
dernidad (e.g.  energía suf iciente,  agua de ca-
l idad,  servicios de saneamiento o médicos,  ya 

no se diga de t elecomunicaciones,  ent re ot ros).  
La responsabil idad es pues diferenciada,  ent re 
naciones como ent re sus propios habit antes.

El fenómeno es en gran medida result ado del 
met abol ismo social  capit al ist a en t anto que la 
naturaleza es funcionalizada o supedit ada a las 
dinámicas de acumulación de capit al más allá 
de cualquier ot ra consideración de t ipo social,  
ambiental o cult ural,  de ahí que no en pocas 
ocasiones promueva esquemas que desde la 
perspect iva de la vida son irracionales,  despil-
farradores y dest ruct ivos.  Y es que el desarrol lo 
en el actual sist ema de producción es práct i-
camente entendido como crecimiento econó-
mico,  mismo que requiere de una constante y 
creciente t ransformación de la naturaleza y de 
la explotación del t rabaj o,  esto es,  de ciclos 
ampliados de producción-circulación-consumo.

En t al sent ido,  a la par de una mayor acumu-
lación de capit al,  at est iguamos un acelerado 
aumento del metabolismo social.  Los datos 
sugieren que ent re 1900 y el 2000,  cuando la 
población creció cuat ro veces,  el consumo de 
materiales y energía aumentó en promedio 
hasta diez veces;  el incremento del consumo 
de biomasa en 3.5 veces,  el de energía en 12 
veces,  el de metales en 19 veces y el de ma-
teriales de const rucción,  sobre t odo cemento,  
unas 34 veces (Krausmann et  al,  2009).  

Para el  2010 las est imaciones rondaban las 
60 mil  t oneladas de mat eriales al  año y unos 
500 mil  pet aj oules de energía primaria (Weisz 
y St einberger,  2010).  El 10% de la población 

Am érica Lat ina:

Ext ract ivism o,  
fronteras ecológicas y  

geopolít ica de los recursos
Gian Carlo Delgado Ramos

Gian Carlo Delgado Ramos es invest igador del 
Cent ro de Invest igaciones Int erdiscipl inarias en 

Ciencias y Humanidades de la UNAM.



473

2

mundial  más rica acaparaba ent onces el  40% 
de la energía y el  27% de los mat eriales (Ibid).  
Mient ras el  grueso de t al  población se ha con-
cent rado en las úl t imas décadas en EUA,  Eu-
ropa Occident al  y Japón,  en cont rapart e,  las 
regiones que principalment e han abast ecido 
el  mercado mundial  de recursos nat urales 
han sido América Lat ina,  Áf rica,  Medio Orien-
t e,  Canadá y Aust ral ia.   China,  Corea del Sur,  
Malasia e India se colocan como import adores 
net os de recursos en los úl t imos años.

Lo ant erior adviert e un fut uro próximo socio-
ambient alment e inquiet ant e pues las proyec-
ciones para las próximas décadas precisan un 
consumo crecient e y marcadament e desigual.  
De seguir sin cambio alguno,  el  aument o en la 
ext racción de recursos nat urales podría t r ipl i-
carse para el  2050,  mient ras que si se opt a por 
un escenario moderado,  el  aument o sería en 
el  orden del 40% para ese mismo año (est o es 
unas 70 mil  t oneladas en t ot al) (UNEP,  2011:  
30).  Mant ener los pat rones de consumo del 
año 2000,  impl icaría por el  cont rario,  que los 
países met ropol it anos disminuyan su consumo 
ent re 3 a 5 veces,  mient ras que algunos “ en 
desarrol lo”  lo t endrían que hacer en el  orden 
del 10% – 20% (Ibid).  

El extractivismo visto desde la región

La dinámica ext ract ivist a en curso no sólo res-
ponde al rol asignado a la periferia en la di-
visión internacional del t rabaj o,  sino a un au-
mento mundial en la demanda de materiales y 
de energía debido al crecimiento poblacional y 
sobre t odo a causa del aumento en los pat rones 
de consumo de una clase media y alt a mundial  
cada vez más despilfarradora.  También es pro-
ducto de la actual coyuntura económica que ha 
est imulado que buena parte de los ahorros y la 
especulación -incluyendo los fondos de pensio-
nes,  dígase canadienses- se dirij an a las indus-
t rias de la energía,  los metales y minerales.  A 
lo anterior se suma la visualización del agota-
miento de las reservas de algunos materiales,  
en part icular de aquellas de más fácil acceso y 
por t anto cuya ext racción es más rentable.  

Es un esquema en el que,  sin embargo,  las ex-

port aciones de recursos naturales de América 
Lat ina son cada vez más baratas,  t anto socio-
ambiental como económicamente (muest ran 
una t endencia hist órica de su valor a la baj a)1;  
el lo al t iempo que las exportaciones de los paí-
ses met ropolit anos o ricos,  cont ienen un alt o 
valor agregado pues el negocio de t ransforma-
ción de mayor valor de los recursos naturales 
suele darse en esos países,  desde la pet roquí-
mica y la metalmecánica,  a las t ecnologías de 
vanguardia como las t elecomunicaciones,  la 
elect rónica,  la robót ica,  et cétera.

El agravamiento del ext ract ivismo es obser-
vable,  part icularmente en zonas donde se en-
cuent ran los yacimientos más accesibles y las 
regulaciones más laxas y favorables a la inver-
sión ext ranj era,  t al y como sucede en muchos 
países de América Lat ina.

Dependencia y geopolítica

Est ados Unidos (EUA) ya daba cuent a de su 
dependencia de minerales al  t érmino de la 
Segunda Guerra Mundial  al  t iempo que visual i-
zaba desde ent onces una fut ura dependencia 
pet rolera.  En t ant o que se consideraba que 
su proyección hegemónica est aba en j uego,  
a part ir de ese moment o la vinculación ent re 
seguridad y el  acceso a los recursos se hizo 
present e en la agenda de seguridad y de po-
l ít ica ext erior est adounidense.  Frent e a t al  
sit uación EUA def inió est ablecer una est rat e-
gia nacional de almacenamient o,  misma que 
en 1979 cont emplaba que,  “ …además de los 
proveedores est adounidenses,  sólo proveedo-
res canadienses y mexicanos podrán ser con-
siderados como f iables”  (NRC,  2008:  28).  Para 
1991 se consideraban t ambién a los países 
de la cuenca del Caribe como fuent es f iables 
(Ibid:  29).  Ent rado el  siglo XXI,  EUA clasif ica 
su crecient e dependencia de mat eriales en es-
t rat égicos y crít icos,  est o es,  aquel los claves 
para su economía,  con baj o o nulo grado de 
sust it ución y,  en el  caso de los crít icos,  rele-

1  Considerando 1876 como año base,  la caída en 
1913 fue del 15%.  Al cierre del siglo XX,  se dupl icaba 
la pérdida de valor en t ant o que era alrededor del 
70% con respect o al  año base.
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vant es para el  complej o mil i t ar indust rial .

Casi en unísono,  la Comisión Europea (2010) 
daba cuenta de la agudización de su dependen-
cia haciendo fuert e énfasis en el rol de China 
como gran consumidor mundial,  pero t ambién 
como abastecedor de materiales clave.  No so-
bra señalar que el posicionamiento europeo 
t iene como antecedentes estudios y posiciona-
mientos nacionales de Reino Unido,  Alemania,  
Aust ria y Francia (Ibid).  

Reconociéndose como el t ercer país que más 
demanda minerales,  después de EUA y China,  
Japón se posicionó t ambién a principios de 
este siglo,  señalando la necesidad de mantener 
un sist ema de almacenamiento est ratégico en 
t anto que su dependencia a las importaciones 
de minerales es práct icamente t otal,  pero con 
mayor énfasis en el caso de aquellos no ferro-
sos como las t ierras raras (Koj ima,  2002).  

Por su part e,  como es evidente,  China se plan-
t ea en el escenario mundial hacer inversiones 
sustanciales para dotarse de reservas de mate-
riales que no t iene o cuyas reservas nacionales 
son l imit adas ante las demandas de su puj ante 
economía.  El int erés ha sido progresivo,  reba-
sando lo regional para proyectarse en África y 
más recientemente en AL.  Los pat rones cre-
cientes de consumo de China se dan en un con-
texto en el que ese país no sólo está expandien-
do su inf raest ructura de manera inusit ada,  sino 
que además en el que apuesta por desarrollar 
t ecnologías de f rontera que demandan minera-
les específ icos,  de ahí que,  por ej emplo,  def i-
niera dar un giro nacionalist a con respecto a la 
gest ión de sus reservas de t ierras raras –las más 
importantes del mundo dado el alt o grado de 
concent ración de las mismas y por t anto por su 
comparat ivamente baj o costo de producción–.  

En t al panorama, América Lat ina f igura como 
una región relevante en t anto que cuenta con 
recursos no despreciables y,  en algunos casos,  
en gran abundancia.  Ello queda por demás evi-
denciado cuando se da cuenta del origen de las 
importaciones de los países met ropolit anos.

El Servicio Geológico de EUA, por ej emplo,  re-

conoce que durante 2011,  de los 52 minerales 
reportados con más de un 25% de dependencia 
(en t érminos de importaciones) 33 eran abas-
t ecidos en un grado u ot ro por países del cont i-
nente americano,  siendo 20 de América Lat ina 
y 25 de Canadá (USGS, 2012).  De los casos de 
100% de dependencia,  denota que la t otali-
dad del cesio y rubidio provienen de Canadá;  
el 100% del est roncio en mineral de México;  el  
niobio en 85% de Brasil;  el f luorospato en un 
59% de México;  y 48% de la bauxit a y bauxit a de 
Jamaica y Brasil (Ibid).  

Por su part e la Unión Europea ha reconocido 41 
minerales clave,  de los cuales 14 son crít icos 
(Comisión Europea,  2010).  Brasil es est ratégico 
en cuanto al abastecimiento europeo casi del 
t otal de niobio y buena parte del t ungsteno,  
pero t ambién cont ribuye con cant idades no 
despreciables de aluminio y bauxit a,  arcil la,  
hierro,  t antalio,  beril io,  magnesit a y graf it o.  
Bolivia y Perú l legan a aportar el grueso del 
ant imonio,  mient ras que Argent ina y Chile del 
borato.  Perú aporta la cuarta part e del t elurio 
y hasta la t ercera part e del zinc.  Perú y Chile 
en conj unto aportan la mit ad del cobre que de-
manda Europa.  Chile más de la mit ad del l it io y 
del renio y hasta la t ercera part e del  molibde-
no.  México la cuarta part e de la diatomita y el  
f luorospato y,  j unto con Perú,  la t ercera part e 
de la plata.  Además,  Bolivia exporta cant idades 
pequeñas pero no despreciables de t ungsteno y 
Venezuela de vanadio (Ibid).

Geopolítica del despojo y la 

resistencia social

El ext ract ivismo,  por lo general,  se gest a so-
bre la base de una permanent e acumulación 
por desposesión,  es decir,  de un despoj o –for-
malment e legal o i legal- en t res sent idos:  el  
despoj o de los bienes comunes,  el  del bien co-
mún de buena part e de la población e incluso 
de pueblos ent eros,  y el  despoj o gradual del 
fut uro de las generaciones venideras.  Just o 
por el lo es que una lect ura propia de la eco-
logía polít ica es út i l  y necesaria,  ent endien-
do a ésa como el est udio o diagnóst ico de la 
complej idad de int ereses,  est ruct uras de po-
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der y conf l ict os exist ent es en t orno a los bie-
nes comunes que f iguran como sust ent o del 
funcionamient o de la economía mundial ,  t odo 
en un cont ext o de fact ores biof ísicos y l ímit es 
ambient ales específ icos que,  de t ransgredir-
se,  agreden e incluso hipot ecan el  fut uro de 
los pueblos y de su ent orno nat ural .  

Dej ando t al  ej ercicio analít ico para ot ra 
ocasión,  int eresa not ar que las nociones de 
geopol it ización o segur i t ización de los recur-
sos se vinculan con los problemas o amenazas 
visibles o pot enciales en t orno a su abast eci-
mient o,  yendo desde cuest iones asociadas a 
la erosión de las reservas de fácil  acceso,  a 
las condiciones sociopolít icas locales,  a las re-
gulaciones ambient ales,  el  avance de f rent es 
t ecnológicos que requieren de nuevos mat e-
riales,  el  auge de probables nacional ismos e 
incluso al  increment o de event os cl imát icos 
ext remos con pot encial  de int errumpir el  f lu-
j o de recursos hacia el  mercado mundial .  La 
int ensidad de la disput a en curso queda deve-
lada con el  anuncio de event uales conf ront a-
ciones por los recursos en la Ant árt ida y que 
event ualment e serían accesibles a causa del 
cambio cl imát ico.

La disput a,  que incluye lo económico,  lo di-
plomát ico y la fuerza o la amenaza del uso de 
ést a,  no nada más se perf i la como algo prob-
lemát ico en la dimensión de las relaciones in-
t ernacionales,  dígase ent re los Est ados nación,  
t ambién lo es a nivel del cont rol  de los propios 
t errit orios y su gent e por part e de la indust ria 
minera y los grupos de poder local que la ava-
lan y para la cual est ablecen una diversidad de 
condiciones vent aj osas.  En países de América 
Lat ina con proyect os al t ernat ivos de nación,  
una de las principales cont radicciones es que 
pese al  avance en ciert os aspect os,  el  modelo 
ext ract ivist a persist e dej ando igualment e a su 
paso cúmulos de pasivos socioambient ales y,  
en ciert os casos,  escenarios de violencia como 
los experiment ados en Bol ivia o Argent ina.  De 
cualquier modo,  el  modelo venezolano o ecu-
at oriano sin duda est á lej os de ser comparable 
al  mexicano o colombiano.

Por t anto,  conforme se agudiza el ext ract ivis-

mo y la geopolít ica del despoj o,  es palpable 
el aumento e intensidad con la que se violan 
los derechos humanos más elementales,  pero 
t ambién con la que se establecen condiciones 
propicias para que ciert os escenarios se sal-
gan potencialmente de cont rol en t anto que se 
producen sit uaciones de reacción social y de 
consecuentemente criminalización y represión 
de movimientos sociales,  en la mayoría de los 
casos en defensa legít ima de sus recursos y del 
entorno natural que los cont iene y que f igura 
como sustento muchas veces único de vida.  No 
es por t anto casual que al cierre del 2010 se 
est imara la exist encia de al menos unos 155 
conf l ict os act ivos en 168 proyectos mineros en 
América Lat ina (consúlt ese:  www.olca.cl/ oc-
mal).  Sit uaciones de despoj o de t ierra y agua,  
de violación al derecho de consult a y ot ros de-
rechos humanos básicos,  y hasta el asesinato 
de líderes han sido constantes en los movimien-
tos de afectados ambientales de la región,  pero 
t ambién de la periferia en general.

El debat e sobre la securit ización de los recur-
sos nat urales,  con t oda la amplit ud de aspec-
t os que vincula,  se coloca,  por t ant o,  como 
un asunt o de t rascendencia que se mant endrá 
en la agenda lat inoamericana,  t ant o de part e 
de las el it es de poder ext ranj eras y sus socios 
regionales,  como de los proyect os al t ernat ivos 
de nación,  pero t ambién de los pueblos.  Más 
cuando se considera que la crisis económica 
ret roal iment a la crisis ambient al .

Desde el punt o de vist a de los movimient os 
sociales,  el  debat e puede ser reducido por al-
gunos act ores a un asunt o sobre el  derecho 
universal a un medio ambient e sano que es vi-
t al  para la vida,  pero de fondo,  lo que est á en 
j uego no es sólo eso,  sino sobre t odo la def in-
ición de cómo los pueblos han de relacionarse 
con la nat uraleza y cómo han de gest ionar su 
aut onomía.  

Con las caract eríst icas socioeconómicas de 
América Lat ina,  los l ímit es sociales de t oler-
ancia ant e esquemas de crecient e saqueo son 
cada vez menores.  El lo ha t ornado la lucha 
ambient al  en una lucha de clase,  de diversas 

pasa a la página 8
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En el úl t imo decenio,  América Lat ina real izó el  
pasaj e del Consenso de Washingt on,  asent ado 
sobre la valorización f inanciera y una polít ica 
general izada de privat izaciones,  al  Consenso 

de los Commodit ies,  basado en la ext racción y 
export ación de bienes primarios a gran escala,  
sin mayor valor agregado,  hacia los países más 
poderosos.  Al compás de una nueva división 
t errit orial  y global del t rabaj o,  el  Consenso de 

los Commodit ies cerró la et apa del mero aj us-
t e neol iberal y abrió a ot ro ciclo económico 
en América Lat ina,  caract erizado por las al t as 
t asas de crecimient o y las vent aj as compara-
t ivas -que en l íneas generales persist en,  aún 
en el  marco de la recient e crisis económica y 
f inanciera global-,  gracias al  boom en el  pre-
cio de las mat erias primas.  

Convert ido en algo más que un orden eco-
nómico,  el  Consenso de los Commodit ies fue 
def iniendo un espacio de geomet ría variable,  
que habil i t a ciert a f lexibi l idad –hast a donde 
la global ización lo permit a- en cuant o al  rol  
del Est ado-nación,  según las orient aciones 
polít ico-ideológicas de los gobiernos,  sobre la 
base común de un acuerdo acerca de lo que se 
ent iende por Desarrol lo (mat riz product ivist a,  
modelo primario-export ador),  así como de la 
acept ación acrít ica del rol  hist órico asignado 
a América Lat ina (“ sociedades export adoras 
de Nat uraleza” ,  como af irmaba el venezolano 
Fernando Coronil).

Sin embargo,  por encima del discurso t r iun-
fal ist a y del ret orno de una ideología desa-
rrol l ist a como gran relat o,  la cont racara de 
est e proceso de adapt ación de las economías 
lat inoamericanas,  ha sido la crecient e conso-
l idación de un est i lo de desarrol lo ext ract ivis-
t a,  l igada a la sobre-explot ación de recursos 

Consenso de los com m odit ies 
y m egam inería 

Maristella Svampa

nat urales no renovables y a la expansión de 
las f ront eras hacia t errit orios ant es conside-
rados como improduct ivos.  El ext ract ivismo 
result ant e cont ribuyó a agravar aún más el 
pat rón de dist ribución desigual de los conf l ic-
t os sociales y ecológicos ent re,  por un lado,  
los países del cent ro y las pot encias emergen-
t es y,  por ot ro lado,  los países periféricos.  En 
consecuencia,  impact o socioambient al  mayor 
y explosión general izada de la conf l ict ividad,  
aparecen como rasgos inherent es a dicho est i-
lo de desarrol lo.

Por cuest iones vinculadas con las caract eríst i-
cas negat ivas del modelo,  pot enciado cada vez 
más por razones de índole hist órica -la memo-
ria larga del saqueo colonial-,  la megaminería 
met alífera a cielo abiert o se convirt ió en la 
act ividad ext ract iva más cuest ionada por las 
poblaciones lat inoamericanas.  No obst ant e,  
lej os est amos de asist ir a una oposición cont ra 
t odo t ipo de minería.  Las poblaciones,  se t ra-
t e de comunidades campesino-indígenas o de 
asambleas de vecinos,  mult iét nicas y pol icla-
sist as,  en pequeñas y medianas local idades,  
se oponen a un modelo de minería met alífe-
ra:  el  sist ema de explot ación minera a cielo 
o t aj o abiert o (open pit ).  Dicho sist ema,  hoy 
general izado f rent e al  progresivo agot amien-
t o a nivel mundial  de los met ales en vet as de 
al t a ley,  ut i l iza t écnicas de procesamient o por 
l ixiviación o f lot ación,  est o es,  sust ancias quí-
micas cont aminant es,  y requiere de enormes 
cant idades de agua y energía.  

Hay que t ener en cuent a que,  debido a la 
apl icación de dichas t ecnologías,  América La-
t ina es una de las regiones que t iene las re-
servas minerales más grandes del mundo,  lo 
cual expl ica que,  en 2011,  haya concent rado 
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el 25% de la inversión mundial  en exploración 
minera1.

Ahora bien,  el  cuest ionamient o a la megami-
nería no se ref iere exclusivament e al  uso de 
t ecnologías lesivas en relación al  ambient e.  
Uno de los rasgos principales de est e t ipo de 
minería es la gran escala de los emprendi-
mient os,  lo cual nos adviert e sobre las grandes 
inversiones de capit al  que exige (se t rat a de 
act ividades capit al-int ensivas,  ant es que t ra-
baj o-int ensivas),  el  caráct er de los act ores in-
volucrados (grandes corporaciones t rasnacio-
nales,  que cont rolan la cadena a nivel global),  
así como de los mayores impact os y riesgos 
–sanit arios,  ambient ales,  sociales,  económi-
cos- que dichos emprendimient os conl levan.  
Asimismo,  ot ro de las consecuencias es la con-
sol idación de economías de enclave,  visible 
en los escasos encadenamient os product ivos 
endógenos y la fuert e f ragment ación social  y 
regional,  lo cual t ermina conf igurando espa-
cios socio-product ivos dependient es del mer-
cado int ernacional y de la volat i l idad de sus 
precios.  

Es ent onces est a combinación de aspect os –
máxima expresión del despoj o económico y 
dest rucción ambient al-,  lo que conviert e a la 
megaminería en una suert e de f igura ext re-
ma,  símbolo del ext ract ivismo depredat orio.  
A est o hay que sumar el  est ablecimient o de 
“ áreas de sacrif icio” ,  con lo cual los t errit o-
rios int ervenidos aparecen como “ socialment e 
vaciables”  y desechables,  en función de la 
rent abil idad y la mercant i l ización,  lo cual pos-
t eriorment e repercut e y t iene efect os visibles 
sobre los mismos cuerpos.  En consecuencia,  la 
minería met al ífera a gran escala es muy cues-
t ionada,  no por fal t a de cult ura product iva 
o simple demonización de la act ividad,  sino 
porque las poblaciones comprenden que ést a 
const it uye una sínt esis acabada del maldesar-

rol lo,  que pone en riesgo la vida present e y 
fut ura de las poblaciones y los ecosist emas.  

1  ht t p: / / not iciasmineras.mining.com/ 2012/ 03/ 05/
america-lat ina-l idera-inversiones-mundiales-en-
exploracion-minera/

Conflictividad y lenguajes de 

valoración

Si hay algo que no puede ser minimizado,  ni 
siquiera por el propio discurso t ecnocrát ico 
prominero,  es la fuert e conf l ict ividad social  
desencadenada de manera creciente por los 
proyectos ext ract ivos.  Actualmente,  no hay 
país lat inoamericano con proyectos de minería 
a gran escala que no haya suscit ado conf l ict os 
sociales ent re las empresas mineras y el gobier-
no versus las comunidades:  México,  varios paí-
ses cent roamericanos (Guatemala,  El Salvador,  
Honduras,  Costa Rica,  Panamá),  Ecuador,  Perú,  
Colombia,  Brasil,  Argent ina,  Chile y,  reciente-
mente,  Uruguay.  

Según el Observatorio de Conf l ict os Mineros de 
América Lat ina (OCMAL) existen actualmente 
120 conf l ict os act ivos que involucran a más de 
150 comunidades afectadas a lo largo de t oda 
la región.  Sólo en el Perú,  la Defensoría del 
Pueblo de la Nación da cuenta de que la act ivi-
dad minera concent ra el 70 % de los conf l ict os 
socioambientales y éstos a su vez,  representan 
el 50 % del t otal de conf l ict os sociales en ese 
país. 2 Asimismo, la conf l ict ividad cont ribuye 
directa o indirectamente a la j udicial ización 
de las luchas socio-ambientales y a la violación 
de los derechos ambientales y colect ivos,  en la 
medida en que no se generan procesos de con-
sult as en las comunidades involucradas,  y en 
no pocas ocasiones los disposit ivos inst it uciona-
les exist entes (como, por ej emplo,  el convenio 
169 de la OIT) t ienden a ser bastardeados por 
los propios gobiernos,  int eresados en la rápida 
aprobación de los proyectos.  

Incluso en aquellos casos donde la megaminería 
fue rechazada y la act ividad no logró instalarse,  
tal como sucedió en Intag (Cotacachi,  Ecuador),  
en dos oportunidades (en 1995 y en 2006); o en 
Famat ina (la Rioj a, Argent ina),  en 2007 y recien-
temente en 2012, asist imos a la react ivación cí-

2  De Echave,  Hoet mer y Palacios,  (2009) Minería y 

Territorio en el Perú: Conflictos, Resistencias y Pro-

puest as en t iempos de global ización.  CooperAcción,  
CONACAMI,  Programa Democracia y Transformación 
Global,  Universidad Nacional Mayor de San Marcos,  
Lima.
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clica del conf licto, con sus corsi e ricorsi,  f rente 
al arribo de una nueva empresa que reemplaza 
a la anterior,  ya expulsada, y puj a por obtener 
por todos los medios una licencia social que la 
población ya ha denegado. Asimismo, una vez 
instalada la empresa, la conf lict ividad t iene una 
sobrevida que excede largamente la del perío-
do de explotación del yacimiento, tal como se 
puede verif icar en casos emblemát icos de la 
minería lat inoamericana, como en Guanaj uato y 
Zacatecas (México),  Cerro de Pasco, La Oroya o 
la Bahía de Ilo (Perú)3

En consecuencia,  gracias a la est recha alian-
za ent re gobiernos y grandes empresas y por 
encima de la orientación polít ico-ideológica de 
los gobiernos,  el actual escenario de conf l ic-
t os ilust ra el modo cómo el ext ract ivismo pone 
en j aque a las democracias lat inoamericanas,  
pues se t rata de un modelo que avanza sin el  
consenso de las poblaciones,  generando t odo 
t ipo de conf l ict os sociales,  divisiones en la so-
ciedad,  y una espiral de criminalización y re-
presión de las resist encias que sin duda abre un 
nuevo y peligroso capít ulo de violación de los 
derechos humanos.  

Por lo general,  las acciones de oposición arran-
can con reclamos puntuales (económicos o am-
bientales) y van conf igurando una nueva “ co-
munidad del no” 4;  pero en la misma dinámica 
de lucha éstas t ienden a ampliar y radicalizar 
su plataforma representat iva y discursiva,  in-
corporando ot ros t emas,  t ales como el cuest io-
namiento al modelo de desarrollo hegemónico 
y la exigencia de desmercant il ización de los 
bienes comunes.  Así,  los procesos de movil iza-
ción van conduciendo a una concepción de la 
t errit orial idad opuesta a las nuevas formas de 
colonización de la Naturaleza,  ilust radas por el  
discurso ef icient ist a y el neodesarroll ismo do-
minante.  Para el caso que nos ocupa,  asist imos 

3  Colect ivo Voces de Alert a (2011),  15 mit os y 

real idades de la minería t ransnacional  en Argent ina,  
Buenos Aires,  El Colect ivo-Herramient as.  

4  M.  Ant onel l i  (2009) “ Minería t ransacional y 
disposit ivos de int ervención en la cult ura” ,  en 
M.Svampa y M.Ant onel l i ,  Minería transnacional, nar-
rat ivas del  desarrol lo y resist encias sociales,  Buenos 
Aires,  edit orial  Biblos

a la emergencia de una nueva ecología polít ica 
del agua,  de defensa de las cuencas hídricas,  
fuert emente amenazadas por la act ividad mi-
nera,  t al como lo ref lej a la consigna “ el  agua 

vale más que el  oro” ,  que hoy recorre este t ipo 
de luchas en t odo el cont inente.

Ot ro de los elementos más novedosos de las 
resistencias cont ra la megaminería es la art i-
culación ent re actores diferentes, que incluyen 
desde organizaciones o comunidades de veci-
nos, pequeñas organizaciones ambientalistas 
(ONGs), y profesionales y universitarios. Este 
diálogo product ivo ent re disciplinas y organiza-
ciones heterogéneas, ha ido produciendo un sa-
ber experto independiente de las corporaciones 
y de los gobiernos, desde el cual plantear una 
disputa, a la vez epistémica y polít ica. Resulta 
imposible realizar un listado de las redes auto-
organizat ivas nacionales y regionales cont ra la 
megaminería que hoy existen en América Lat i-
na, además de las organizaciones campesino-
indígenas preexistentes. A t ítulo de ej emplo,  
podemos mencionar la CONACAMI (Confedera-
ción Nacional de Comunidades Afectadas por 
la Minería, nacida en 1999, Perú);  la Unión de 
Asambleas Ciudadanas (UAC, Argent ina),  surgida 
en 2006, que congrega unas setenta organizacio-
nes de base que cuest ionan el modelo minero; y 
la Asamblea Nacional de Afectados Ambientales 
(ANAA, México, que incluye diferentes frentes 
de lucha), creada en 2008, en instalaciones de 
la UNAM, con el apoyo de la Unión de Cient íf icos 
Compromet idos con la Sociedad (UCCS).  

Ent re f ines de 2011 y comienzos de 2012 las lu-
chas cont ra la megaminería adoptaron una ma-
yor urgencia y dramat ismo: en Caj amarca, Perú,  
se llevó a cabo la Marcha en defensa del Agua y 

de la Vida,  en cont ra del proyecto Conga, que 
amenaza con secar cuat ro lagunas, para ext raer 
cobre y oro, impactando sobre la vida de unas 
100 mil personas; en Famat ina, Argent ina, en 
enero de 2012, se produj o una gran pueblada,  
que permit ió la visibilización de ot ras luchas 
cont ra la megamineria y colocó la problemát ica 
en la agenda polít ica nacional;  en Panamá, en 
febrero de 2012, hubo una gran represión que 
costó la vida de dos miembros de la comunidad 
indígena Ngäbe Buglé; en México, en el Estado 
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de Veracruz, crece el rechazo cont ra la insta-
lación del proyecto minero Caballo Blanco, que 
pretende desarrollarse a pocos kilómet ros de 
una cent ral nuclear;  en Caj amarca, Colombia,  
la población se ha movilizado en cont ra de una 
gigantesca mina de oro, La Colosa; en f in,  en 
marzo de 2012, en Ecuador, las manifestaciones 
se intensif icaron, como lo muest ra la ocupación 
y posterior desaloj o de la embaj ada de China 
en Quito, de un grupo de muj eres que querían 
ent regar una nota de protesta cont ra un proyec-
to minero de capital chino que sería la primera 
explotación a gran escala de la historia de ese 
país. Estos pocos ej emplos ilust ran la rápida ge-
neralización de las luchas cont inentales en con-
t ra de este modelo.  

Por últ imo, vale aclarar que no todas las for-
mas de resistencia a la megaminería plantean 
una redef inición del modelo de desarrollo aun-
que sí promueven una democrat ización de las 

decisiones (consultas públicas, audiencias, ple-
biscitos).   En países con una larga t radición de 
minería a gran escala, como el caso de Bolivia,  
Chile y Perú, los escenarios son muy complej os,  
así como múlt iples las visiones de la territoriali-
dad hoy en disputa. Sin embargo, visto el f raca-
so de la megaminería como “ motor de desarro-
llo” ,  visto la dinámica creciente de desposesión 
que convierte en sacrif icables los territorios, así 
como la peligrosa espiral de criminalización y 
represión de las luchas, los procesos de radicali-
zación de la población suelen ser impredecibles,  
tal como lo muest ra actualmente el caso perua-
no, el primer país lat inoamericano en donde se 
implementó este t ipo de minería.  

Maristella Svampa es invest igadora del 
Conicet  (Cent ro Nacional de Invest igaciones 

Cient íf ico Técnicas) de Argent ina y profesora 
de la Universidad Nacional de La Plat a.  

Coordinadora del Grupo de Est udios Crít icos 
del Desarrol lo.

Extractivismo,  fronteras ecológicas y. . .

viene de la página 4

t ipologías de act ores,  lenguaj es y expresio-
nes,  operando a dist int as escalas espaciales 
y cada vez más baj o esquemas de redes de 

redes.  Algunos son ant isist émicos,  ot ros se vi-
sual izan como ecologist as,  ot ros sólo no est án 
de acuerdo con un proceso o esquema expo-
l iador part icular.  En cualquier caso,  el  rechazo 
es pat ent e.  Est amos pues ant e un moment o 
complej o,  de crisis e int ensa disput a,  pero 
al  mismo t iempo de oport unidad para idear,  
debat ir y const ruir nuevos paradigmas,  “ ot ros 
desarrol los” ,  con profunda mirada hist órica y 
crít ica aguda,  que en t érminos básicos sean 
socio-ambient alment e más armónicos y j us-
t os,  que se piensen desde el decrecimient o 
biof ísico (del menor uso posible de mat eriales 
y de energía),  que se alej en del ext ract ivismo 
como fundament o e incluyan ot ras dimensio-
nes humanas más al lá de la exclusivament e 
mat erial ,  y que desde luego operen baj o ge-
nuinas cuot as de poder social .
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Dos visiones cont rapuestas están en choque 
en la disputa global por el agua.   La primera,  
basada en la lógica de la mercant il ización de 
este recurso,  que pretende convert irlo en un 
commodit y,  suj eto a una polít ica de precios 
cada vez más dominada por el proceso de f inan-
cierización y el l lamado “ mercado de futuros” .   
Esta visión encuent ra en el Consej o Mundial  
del Agua,  compuesto por representantes de las 
principales empresas privadas de agua que do-
minan 75% del mercado mundial,  su espacio de 
art iculación más dinámico.  El Segundo Forum 

Mundial del Agua,  realizado en el año 2000 de-
claró,  en el documento f inal de la reunión,  que 
el agua no es más un “ derecho inalienable” ,  
sino una “ necesidad humana” .   Esta declara-
ción j ust if ica,  desde el punto de vist a ét ico,  el  
proceso en curso de desregulación y privat iza-
ción de este recurso natural.   La últ ima reunión 
realizada con el nombre de IV Forum Mundial 

del Agua,  en marzo de 2009 en Estambul,  ra-
t if ica esta caracterización del Agua.   Un aliado 
importante del Consej o Mundial del Agua ha 
sido el Banco Mundial,  principal impulsor de las 
empresas mixtas,  público-privadas,  para la ges-
t ión local del agua.

La ot ra visión se reaf irma en la consideración 
del agua como derecho humano inalienable.  
Esta perspect iva es defendida por un amplio 
conj unto de movimientos sociales,  act ivist as 
e intelectuales art iculados en un movimiento 
global por la defensa del agua,  que propone la 
creación de espacios democrát icos y t ranspa-
rentes para la discusión de esta problemát ica 
a nivel planetario.   Este movimiento,  que no 
reconoce la legit imidad del Foro Mundial del 
Agua,  elaboró una declaración alt ernat iva a la 

La cent ralidad del agua  
en la disputa global  

por recursos est ratégicos
Monica Bruckmann

reunión de Estambul,  reivindicando la creación 
de un espacio de debate global del agua en los 
marcos de la ONU, reaf irmando la necesidad de 
la gest ión pública de este recurso y su condi-
ción de derecho humano inalienable. 1

La Asamblea General de las Naciones Unidas 
aprobó en j ul io del 2010 la propuesta presen-
tada por Bolivia,  y respaldada por ot ros 33 Es-
t ados,  de declarar el acceso al agua potable 
como un derecho humano.  Como era previsi-
ble,  los gobiernos de Estados Unidos,  Canadá,  
Aust ralia y el Reino Unido se opusieron a esta 
resolución,  con lo cual,  en opinión de Maude 
Barlow, ex-asesora sobre agua del presidente 
de la Asamblea General de la ONU, esta resolu-
ción pierde peso polít ico y viabil idad práct ica2.   
Estos cuat ro países,  y sus fuerzas polít icas más 
conservadoras,   aparecen como el gran obstá-
culo.  El peligro para los operadores del agua 
es grande,  ciert amente,  un reconocimiento del 
agua y el saneamiento como derecho humano 
pondría límit es a los  derechos de las grandes 
corporaciones sobre los recursos hídricos,  dere-
chos consagrados por los acuerdos mult ilat era-
les de comercio e inversión.

Los gobiernos de América Lat ina están avan-
zando en el reconocimiento del agua como de-
recho inalienable y en la af irmación de la so-
beranía y gest ión pública de estos recursos.  La 
Const it ución Polít ica del Estado Plurinacional 
de Bolivia reconoce,  en su art ículo 371,  que el  
“el agua const it uye un derecho fundamentalí-

1  Véase:  Mabel Faria de Melo.  “ Água não é merca-
doria” .   En:  ALAI,  3 de abri l  de 2009.

2  Véase:  Robert o Bissio.   El derecho humano al 
agua.  Disponible en ht t p: / / alainet .org/ act ive/ 39769 
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simo para la vida,  en el marco de la soberanía 
del pueblo” ,  establece además que “ el Estado 
promoverá el uso y acceso al agua sobre la base 
de principios de solidaridad,  complementarie-
dad,  reciprocidad,  equidad,  diversidad y sus-
t entabil idad” .

Ciert ament e,  la disput a por la apropiación y 
el  cont rol  del agua en el  planet a adquiere di-
mensiones  que ext rapolan únicament e los in-
t ereses mercant i l ist as de las empresas t rans-
nacionales,  colocándose como un element o 
fundament al en la geopolít ica mundial .   Est á 
claro que el  planet a necesit a urgent ement e 
una polít ica global para cambiar la t endencia 
del complej o proceso de desorden ecológico 
que,  al  mismo t iempo que acelera la dinámica 
de desert if icación en algunas regiones,  incre-
ment a los fenómenos de inundación product o 
de l luvias t orrenciales,  en ot ras.   Las conse-
cuencias devast adoras que la degradación de 
medio ambient e est á provocando y la grave-
dad de la sit uación global que t iende a profun-
dizarse colocan en discusión la propia noción 
de desarrol lo y de civi l ización.   

Los acuíferos y la preservación de 

ecosistemas

Desde hace mucho t iempo, las invest igaciones 
hidrológicas de los ciclos globales del agua han 
demost rado que 99% del agua dulce accesible 
del planeta se encuent ra en los acuíferos de 
agua dulce,  visibles en los ríos,  lagos y capas 
congeladas de hielo.  Estas aguas const it uyen 
sist emas hídricos dinámicos y desarrollan sus 
propios mecanismos de reposición que depen-
den,  fundamentalmente,  de las l luvias.  Parte 
de este caudal se inf il t ra en las rocas subya-
centes y se deposit a debaj o de la superf icie,  en 
lo que se conoce como acuíferos.   Los acuífe-
ros reciben reposición de las l luvias,  por lo que 
son,  en su mayoría,  renovables.  Dependiendo 
del t amaño y las condiciones cl imát icas de la 
ubicación de los acuíferos,  el período de reno-
vación oscila ent re días y semanas (en las ro-
cas kárst icas),  o ent re años y miles de años si 
se t rata de grandes cuencas sedimentarias.  En 
regiones donde la reposición es muy l imit ada 

(como en las regiones áridas e hiperáridas) el  
recurso de agua subterránea puede ser consi-
derado como “ no renovable” 3.

Los acuíferos y las aguas subterráneas que los 
conforman, son part e de un ciclo hidrológico 
cuyo funcionamiento determina una complej a 
int errelación con el medio ambiente.  Las aguas 
subterráneas  son un elemento clave para mu-
chos procesos geológicos e  hidro-químicos,  y 
t ienen t ambién una función relevante en la re-
serva ecológica,  ya que mant ienen el caudal los 
ríos y son la base de los lagos y los pantanos,  im-
pactando def init ivamente en los hábit at s acuá-
t icos que se encuent ran en ellos.  Por lo t anto,  
los sist emas acuíferos además de ser reservas 
importantes de agua dulce,  son fundamentales 
para la preservación de los ecosistemas.

La ident if icación de los sist emas acuíferos es 
un requisit o básico para cualquier polít ica de 
sustentabil idad y gest ión de recursos hídricos 
que permit an que el sist ema cont inúe funcio-
nando,  y desde el punto de vist a de nuest ras 
invest igaciones,  es imprescindible para un aná-
l isis geopolít ico que busque poner en eviden-
cia  elementos est ratégicos en la disputa por el  
cont rol y apropiación del agua.

Las grandes reservas hídricas cómo la cuenca 
del Congo,  Amazonas,  el acuífero Guaraní o los 
grandes lagos de África cent ral coinciden con 
la exist encia de grandes poblaciones en expan-
sión y fuert es conf l ict os étnicos y rel igiosos.   
Además,  gran part e de los países de esta región 
se encuent ran baj o fuert e presión del sist ema 
f inanciero internacional que busca implantar 
una gest ión neoliberal de los recursos hídricos 
a t ravés de su personal t écnico para el que las 
estaciones de t ratamiento de agua,  reciclaj e y 
const rucción de mecanismos que evit en la con-
taminación de los acuíferos,  son gastos super-
f luos. 4 

3  At las of  Transboundary Aquifers.  Global maps, 
regional  cooperat ion and local  invent or ies.  Paris :  
UNESCO, p.  16.

4  TEIXEIRA,  Francisco Carlos.  Por uma geopolít ica 
da água.  23 de enero de 2011.  Disponible  en ht t p: / /
www. t empopresent e.org/ index2.php?opt ion=com_
cont ent &do_pdf=1&id=77
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Se t rata de un proceso violento de expropia-
ción y privat ización del recurso natural más im-
portante para la vida.  A pesar de la cent ralidad 
del agua potable para consumo humano, es ne-
cesario señalar t ambién la importancia vit al de 
este recurso para la agricult ura,  que impacta 
directamente la soberanía alimentaria,  y para 
el proceso indust rial en su conj unto.  

Los mayores acuíferos de Europa se encuen-
t ran en la región euroasiát ica,  dest acando,  
por su dimensión,  la cuenca Rusa,  más cercana 
a la región polar.   Europa occident al  se ve re-
ducida al  único acuífero de mediano port e,  en 
la cuenca de París.  En casi t odos los casos,  las 
reservas de agua de Europa padecen de pro-
blemas que afect an su cal idad,  lo que amplió 
drást icament e el  consumo de agua embot el la-
da,  que se ha convert ido en un ít em obl igat o-
rio en la canast a de consumo famil iar5.  Europa 
regist ra,  proporcionalment e,  la mayor t asa 
mundial  de ext racción de agua para consumo 
humano:  del t ot al  de agua que se ext rae,  más 
del 50% es ut i l izada por los municipios,  aproxi-
madament e 40% se dest ina a la agricult ura y 
el  rest o se consume el sect or indust rial .   

Asia depende de los grandes acuíferos del nor-
t e de China y la Siberia,  más próxima de la 
región polar.   Uno de los casos más graves es 
el  de la India,  que j unt o con Est ados Unidos,  
t iene una de las t asas más alt as de ext racción 
de agua subt erránea del mundo.

América del Sur posee t res grandes acuíferos:  
la Cuenca del Amazonas,  la Cuenca del Mara-
ñón y el  sist ema acuífero Guaraní,  que más 
parece un “ mar subt erráneo”  de agua dulce 
que se ext iende por cuat ro países del cono 
sur:  Argent ina,  Brasil ,  Uruguay y Paraguay.   
Por el  volumen de las reservas de est os acuífe-
ros y por la capacidad de reposición del agua 
de est os sist emas,  América del Sur represent a 
la principal reserva de agua dulce del planet a.  

Las regiones más crít icas,  por t ener una repo-
sición l imit ada de agua (menos de 5 mil íme-
t ros de l luvia al  año),   son el  nort e de Áf rica,  

5  Ibid.

en la región desért ica del Sahara;   la India;  
Asia cent ral ;  gran part e de Aust ral ia;  la est re-
cha f ranj a desért ica que va desde la cost a pe-
ruana hast a  el  desiert o de At acama en Chile 
y la región nort e de México y gran part e de 
la región cent ro oest e de Est ados Unidos.   En 
est as regiones,  se puede considerar el  agua 
como recurso no renovable.  Áf rica subsaharia-
na,  el  sudest e asiát ico,  Europa,  los Balcanes,  
la región nort e de Asia y la región nor-occi-
dent al  de América del Nort e regist ran niveles 
moderados de reposición de agua,  ent re 50 y 
100 mm. al  año.  

La región de mayor reposición de agua del 
mundo es América del Sur donde,  en casi t odo 
el  t errit orio subcont inent al ,  se regist ran nive-
les de reposición de agua mayores a 500 mm./
año,  lo que const it uye el  principal fact or de 
abast ecimient o de los sist emas acuíferos de la 
región.   Est a al t ísima capacidad de reposición 
de aguas superf iciales y subt erráneas es fun-
dament al,  no solo para el  abast ecimient o de 
agua dulce sino t ambién para la manut ención 
y reproducción de los sist emas ecológicos y la 
biodiversidad en la región.   

Agotamiento de mantas freáticas

Un aspect o est rat égico a ser considerado en 
la geopolít ica mundial  del agua es el  nivel de 
ext racción  de est e recurso en cada región,  
que permit e elaborar un panorama real de 
agot amient o de los sist emas hidrográf icos y 
las mant as f reát icas.   El mayor nivel de ex-
t racción para consumo de agua subt erránea 
en el  mundo ocurre en Est ados Unidos y la 
India,  donde se supera los 100 km³  por año,  
seguidos de China cont inent al ,  Paquist án,  Irán 
y México,  con un nivel de ext racción que va 
de 20 a 100 km³  por año.  En est as regiones,  
las mant as f reát icas han regist rado una dismi-
nución de casi 1 met ro por encima del nivel 
de reposición nat ural  de agua por año6,  lo que 
indica una t endencia de agot amient o de las 
reservas en est os países,  que puede l levar a 
una crisis muy grave en un horizont e de 15 a 
20 años.   

6  Ibid.
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En Est ados Unidos la sit uación se agrava por la 
exist encia de grandes ciudades en pleno de-
siert o,  como el caso de Las Vegas,  que ej ercen 
presión const ant e sobre las reservas,  así como 
el uso int ensivo de agua en la agricult ura sub-
sidiada,  además de los avances en la cont ami-
nación de sus reservas,  como la región de los 
Grandes Lagos.  

El caso de África merece especial atención,  
porque a pesar de que la ext racción de agua 
subterránea no es muy elevada en relación a 
ot ras regiones (hasta 20 km³  por año) se t rata 
de una manta f reát ica casi sin capacidad de re-
posición,  por lo t anto,  la ext racción l leva a un 
proceso acelerado de agotamiento de reservas 
hídricas.  China,  India y el Medio Oriente son 
t ambién regiones ext remamente crít icas por el  
elevado nivel de ext racción de reservas,  como 
consecuencia del proceso dinámico de indus-
t rial ización y de su dimensión poblacional.   Los 
datos de ext racción de agua por sector econó-
mico indican que,  casi 75% del agua ext raída en 
Asia se consume en agricult ura y más del 10% 
en el sector indust rial.   Además,  en t érminos 
absolutos,  Asia es la región donde se regist ra 
la ext racción de agua dulce subterránea más 
elevada el mundo:  alrededor de 500 km³  por 
año,  según datos de 2009.   En segundo lugar se 
coloca América del nort e,  con 150 km³  y en t er-
cer lugar Europa,  que ext rae 80 km³ .  América 
Lat ina es el cont inente de menor ext racción,  
con aproximadamente 25 km³  al año.

En general,  durant e las úl t imas t res décadas 
la ext racción del agua de los  acuíferos del 
planet a ha crecido  exponencialment e.   Est a 
ext racción se est ima en un promedio de 600 a 
800 km³  por año. 7

Los grandes acuíferos de  

América del Sur

El sist ema Acuífero Guaraní es uno de los ma-
yores depósit os de agua dulce del planet a.   
Est á formado por una mant a de rocas y arena 
en cuyas f isuras se deposit a el  agua,  con una 
ant igüedad est imada de 245 mil lones de años.  

7  Véase:  At las of  Transboundary Aquif ers.  

Est e acuífero t ransf ront erizo ocupa una super-
f icie t ot al  de 1,200.000 kilómet ros cuadrados,  
dist r ibuidos en cuat ro países del cono sur:  Ar-
gent ina (225,000 km² ),  Brasil  (840,000 km² ),  
Paraguay (58,500 km² ) y Uruguay (58,500 
km² ).  Una de sus caract eríst icas más impor-
t ant es es la gran capacidad de recarga de 
agua,  que asciende aproximadament e a 166 
km³  al  año,  con una reserva t ot al  de 45,000 
km³ . 8  El  volumen de reposición de est e acuí-
fero represent a el  volumen ext raído para con-
sumo anual de Est ados Unidos (150 km³ ) y casi 
la cuart a part e del volumen t ot al  ext raído en 
el  mundo (del 600 a 800 km³ ).

Los dat os indican que América del Sur podría 
elevar su consumo anual de agua en cinco 
veces (de 25 a y 150 km³ ) y aún así,  est aría 
ext rayendo apenas el  agua que se renueva 
anualment e,  sin afect ar la mant a f reát ica de 
est e único sist ema acuífero.   

El acuífero Amazonas ocupa una superf icie t o-
t al  de 3,950,000 km² ,  en la f lorest a amazóni-
ca de  Bol ivia,  Brasil  Colombia,  Ecuador,  Perú 
y Venezuela.  Recient es est udios indican que 
las reservas del acuífero Al t er  do Chão,  que 
forma part e del sist ema acuífero Amazonas,  
local izado en los est ados de Amazonas y Pará,  
en Brasil ,  ascienden a 86 mil  km³  de agua 
dulce,  con lo cual se convert iría en la mayor 
reserva del planet a,  con casi el  doble de volu-
men de reservas del Acuífero Guaraní.   

Est os dat os indican que casi t odo el  cont inent e 
sudamericano descansa sobre una mant a f reá-
t ica de grandes reservas de agua subt erráneas 
y una amplia red hidrográf ica que incluye la 
cuenca del Amazonas y el  río de mayor longi-
t ud y caudal del mundo.   Por la amplit ud de la 
superf icie que ocupan est os sist emas hídricos 
y el  volumen de sus reservas,  const it uyen un 
complej o ecosist ema regional.

Es evident e que el  cont rol  del agua en Améri-
ca del  Sur,  represent a el  cont rol  de las prin-

8  Sobre est e t ema ver  BRUCKMANN, Monica:  
Recursos nat urales y la geopolít ica de la int egración 
Sudamericana,  disponible en ht t p: / / alainet .org/ act i -
ve/ 45772
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cipales fuent es renovables de agua dulce del 
planet a,  de un enorme pot encial  de energía 
hidroeléct rica,  y el  cont rol  de uno de los sis-
t emas ecológicos de mayor concent ración de 
biodiversidad del mundo,  a part ir de la f lores-
t a amazónica,  los pisos ecológicos de la región 
andina,  los grandes lagos de la Pat agonia y los 
lagos int erandinos.   Signif ica t ambién,  el  con-
t rol  de t ecnología de punt a en la invest igación 
cient íf ica,  l igada al  avance de la biogenét ica.

Se hace necesaria una est rat egia sudamericana 
de gest ión de los recursos hídricos,  con met as 
comunes de descont aminación y preservación 
de las cuencas hidrográf icas,  de las reservas 
subt erráneas y la mant a f reát ica.   Est o impl ica 
un proceso de re-t errit orial ización del agua a 
part ir de las poblaciones locales y los pueblos 
indígenas cuya vida est á profundament e int e-
grada a las áreas de mayor concent ración de 
reservas de est e recurso.   La presión social  de 
los movimient os populares urbanos,  rurales e 
indígenas por la democrat ización de la gest ión 
y el  uso del agua est án creando condiciones 
para una reapropiación social  de est e recurso,  
desde una perspect iva de sust ent abil idad del 
medio ambient e.   

Los int ereses en disput a son colosales.   Est ados 
Unidos necesit a asegurar el  abast ecimient o de 
agua dulce.   Los dat os muest ran que el  nivel 
de su consumo est á acabando con sus reser-
vas de agua subt erránea.   Pret ender obt ener 
est e recurso de Áf rica es inviable,  porque el  
cont inent e af ricano,  por la baj a capacidad de 
reposición de sus acuíferos,  est á avanzando en 
un proceso de agot amient o de sus reservas,  si 
se cont inúa con el  act ual pat rón de consumo.   
Asia t ampoco es una opción viable,  porque el  

propio cont inent e asiát ico t iene un consumo 
elevado de agua y la sit uación crít ica de la 
India y China ej erce una presión muy grande 
sobre est e recurso.  Las reservas de agua de 
Aust ral ia est án en manos de las grandes t rans-
nacionales y Europa t iene sus propios proble-
mas de abast ecimient o de agua para resolver,  
además de la baj a cal idad del agua que posee.  

En est e cont ext o,  América del Sur represent a 
la única posibil idad de abast ecimient o de agua 
para Est ados Unidos.  No nos sorprende que 
uno de los seis ej es de est rat egia cient íf ica de 
est e país,  para la década 2007-2017,  est ablez-
ca la necesidad de “ elaborar un invent ario de 
agua dulce para garant izar el  abast ecimient o 
y la salud de la nación” .   Ot ro de los ej es de 
la misma est rat egia est á orient ado a “ desa-
rrol lar un programa nacional de evaluación de 
pel igros,  r iesgos y resist encias para garant izar 
la salud de largo plazo y la riqueza de la na-
ción” ฀.

El  cont inent e se debe preparar para enf rent ar 
est rat egias mult idimensionales de apropiación 
y cont rol  del agua que posee y de los ecosist e-
mas que de el la dependen.  

Una versión más amplia de est e art ículo,   
incluyendo mapas,  se encuent ra en:    

ht t p: / / alainet .org/ act ive/ 53385

Monica Bruckmann es socióloga,  doct ora en 
ciencia polít ica,  profesora del Depart ament o 
de Ciencia Polít ica de la Universidad Federal 
de Río de Janeiro (Brasil ) e invest igadora de 
la Cát edra y Red Unesco/ Universidad de las 

Naciones Unidas sobre Economía Global y 
Desarrol lo Sust ent able - REGGEN.
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Profundament e inmersa en la hist oria de la 
modernidad occident al  desde la Conquist a,  
la región conocida como América Lat ina y el  
Caribe podría est ar al  borde de una t ransición 
sust ancial .   Es pront o para decir si las t rans-
formaciones en curso equivaldrán a una t rans-
formación dent ro del espacio cult ural-polít ico 
def inido por la euromodernidad –es decir,  
t ransformaciones dent ro de un solo universo,  
así sea mult icul t ural- o un paso adelant e ha-
cia un verdadero cambio de modelo cult ural  
–un Pachakut i ,  o t ransición hacia el  pluriverso 
int er-cult ural .

Según Blaser (2007) el  moment o act ual en el  
cont inent e debe ser vist o en t érminos de una 
doble crisis:  la crisis del modelo desarrol l ist a 
neol iberal de las úl t imas t res décadas;  y el  f in 
de la hegemonía del proyect o modernizador 
iniciado con la Conquist a,  es decir,  la crisis del 
proyect o de t raer la modernidad al  cont inen-
t e.

Dado est e doble cont ext o,  el  argument o gene-
ral  es el  siguient e:  Las act uales t ransformacio-
nes socioeconómicas,  polít icas y cult urales en 
América Lat ina sugieren la exist encia de dos 
proyect os pot encialment e complement arios,  
pero t ambién cont radict orios:  a) moderniza-

ciones al t ernat ivas,  basadas en un modelo de 
desarrol lo ant i-neol iberal y t endient es a eco-
nomías mixt as,  pot encialment e sol idarias y 
post capit al ist as,  y a una forma alt ernat iva de 
modernidad (una modernidad sat isf act or ia,  
en palabras de García Linera,  es decir,  más 
j ust a e incluyent e).   Est e proyect o t iene su 
origen en el  f in de la hegemonía del proyect o 
neol iberal,  pero no se compromet e signif ica-
t ivament e con el  segundo aspect o de la co-

¿Transform aciones y/ o t ransiciones?

Post -ext ract ivism o  
y plur iverso

Arturo Escobar

yunt ura,  es decir,  la crisis de la euromoder-
nidad;  b) proyect os de t ransición de modelo 

de sociedad,  pot encialment e decoloniales,  
basados en un conj unt o diferent e de práct icas 
(por ej emplo,  comunales,  indígenas,  híbridas 
y,  principalment e,  pluriversales e int ercult u-
rales),  t endient es a una sociedad post l iberal  
(una al t ernat iva a la euromodernidad).   Est e 
segundo proyect o surge del segundo aspect o 
de la coyunt ura y pret ende t ransformar al  l i-
beral ismo y al  desarrol lo.   Valga est ablecer 
dos precisiones.

Primero,  considero que ambas opciones son 
import ant es y que ambas de algún modo se 
est án dando a nivel t ant o de los est ados como 
de los movimient os sociales;  mient ras que a 
nivel del Est ado predomina la orient ación ha-
cia la modernización al t ernat iva,  la segunda 
opción no est á del t odo ausent e para el  caso 
de algunos de los gobiernos progresist as,  como 
por ej emplo en el  caso del Buen Vivir y los 
derechos de la nat uraleza en Ecuador.   Sin em-
bargo,  es de anot ar que la gran mayoría de las 
movil izaciones de izquierda cont inúan siendo 
clarament e modernizadoras.   La segunda op-
ción est aría represent ada por algunos movi-
mient os sociales y  diversas formas del pen-
samient o.   De ahí la import ancia de anal izar 
est as opciones a nivel de a) el  Est ado;  b) los 
movimient os sociales;  y c) los nexos ent re am-
bos.   Teóricament e hablando,  plant eo est a in-
t errogant e:  ¿es posible ir más al lá del capit al  
como expresión dominant e de la economía,  de 
la euromodernidad como const rucción cult u-
ral  dominant e de la vida socio-nat ural ,  y del 
Est ado como expresión cent ral  de la inst it u-
cional ización de lo social?  Si est a hipót esis es 
vál ida,  podríamos hablar de t res escenarios:  
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post capit al ist a,  post l iberal  y post est at ist a.   
Tal cosa requeriría una radical t ransformación 
del monopol io de la economía,  del poder y 
del conocimient o,  que hast a hace muy poco 
ha caract erizado a las sociedades modernas/
coloniales.   Un crit erio básico para responder 
a est as pregunt as y det erminar el  caráct er de 
los cambios es saber hast a qué punt o est án 
siendo cuest ionadas las premisas básicas del 
modelo de desarrol lo.  

Segundo,  ent iendo el  post  que ant epongo a 
capit al ist a,  l iberal  y est at ist a de un modo muy 
específ ico,  similar al  caso del post desarrol lo.   
El  post l iberal ismo apunt aría a un espacio/
t iempo en el  que la vida social  no est uviese 
complet ament e det erminada por los const ruc-
t os de la economía,  el  individuo,  la racional i-
dad inst rument al,  la propiedad privada y de-
más fact ores que caract erizan al  l iberal ismo 
y a la modernidad.   No es una sit uación a la 
que se haya de l legar en el  fut uro,  sino algo 
que est á en permanent e const rucción.   De 
manera semej ant e,  “ post capit al ismo”  impl ica 
considerar a la economía como const it uida por 
diversas práct icas capit al ist as,  capit al ist as al-
t ernat ivas y no capit al ist as,  t ales como se con-
cibe en la economía social  y sol idaria;  supone 
un est ado de cosas en el  que el  capit al ismo ya 
no es una fuerza económica hegemónica (así 
sea dominant e en muchos casos),  en que la 
dimensión ont ológica de ‘ la economía’  no est á 
complet a y ‘ nat uralment e’  ocupada por el  ca-
pit al ismo,  sino por un conj unt o de economías:  
sol idaria,  cooperat iva,  social ,  comunal,  et c.  
que no pueden ser reducidas al  capit al ismo.   
En ot ras palabras,  el  pref i j o post  indica la no-
ción de que la economía no es esencialment e 

ni naturalmente capitalista, las sociedades 
no son nat uralment e l iberales y el  Est ado no 

es, como habíamos creído, el único modo de 
est ablecer y regular  lo social .   Est o no quie-
re decir que el  capit al ismo,  el  l iberal ismo y 
las formas est at ales dej en de exist ir;  signif ica 
que su cent ral idad discursiva y social  ha sido 
parcialment e desplazada,  permit iendo así am-
pl iar la gama de experiencias que son conside-
radas al t ernat ivas vál idas y creíbles a lo que 
hoy predomina (Sant os 2007).

Hablar de “ post ” ,  f inalment e,  debe ent ender-
se como part e de una est rat egia epist émica y 
cult ural  de ampliar los espacios para pensar de 
ot ro modo sobre la real idad socio-nat ural  –qui-
zás una est rat egia provisional.   El  gran desaf ío 
est á en visibi l izar lo “ no-l iberal / no-capit al is-
t a/ no-est at al”  en sus propios t érminos.   Est e 
proceso –no solo de descolonización epist émi-
ca sino de verdadera re/ const rucción de mun-
dos y conocimient os de ot ro modo--  desborda 
el  panorama act ual de las ciencias sociales 
modernas,  incluyendo las vert ient es europeas 
del pensamient o crít ico.   En ot ras palabras,  el  
proyect o de mundos y conocimient os de ot ro 
modo se vislumbra en los bordes o l ímit es de 
la t eoría crít ica,  pero solo avanzará a medida 
que const ruye ot ros lenguaj es y ot ras formas 
del saber (aunque incorpore aspect os de di-
chas t eorías crít icas de alguna manera).

Transformación o transición

Si est a int erpret ación t iene val idez,  podría-
mos concluir que América Lat ina se encuent ra 
en una encrucij ada fundament al:  ent re pro-
yect os de t ransf ormación social  y económica,  
al t ernat ivas a las que han predominado en el  
cont inent e durant e la mayoría de su hist oria,  
pero que t ienen lugar de t odas formas den-
t ro el  espacio/ t iempo cult ural  def inidos por la 
modernidad dominant e;  y proyect os de t ran-

sición cul t ural  o,  mej or,  de t ransiciones ha-

cia modelos de vida diferent es a los modelos 
occident ales modernos que def inen la global i-
zación,  el  desarrol lo,  la economía y el  progre-
so.   De hecho,  el  concept o de t ransición est á 
surgiendo con fuerza a nivel mundial ,  part i-
cularment e a raíz de la crisis combinada de 
energía,  cl ima,  al iment ación y pobreza (t ran-
siciones hacia sociedades post -pet róleo,  baj as 
en consumo de energía,  sust ent ables,  y hacia 
la soberanía al iment aria con producción lo-
cal y aut onomías locales,  en part icular),  pero 
t ambién en t érminos cult urales y espirit uales.   

La mayoría de est os discursos de la t ransición 
est án animados por una preocupación profun-
da por la vida.   Al hacer visibles los efect os 
perniciosos de las ideologías del individuo y 
del mercado,   est os discursos vuelcan la at en-
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ción sobre la necesidad de reconst ruir las 
subj et ividades y la economía,  con f recuencia 
en t ándem con aquel las sociedades donde los 
regímenes del individuo y la propiedad priva-
da no han l legado a cont rolar por complet o 
la práct ica social .   Est os discursos igualment e 
propenden por economías diversas cent radas 
en la vida,  cual es el  caso de muchas visiones 
de la economía social  y sol idaria.   El  énfasis 
de algunas de las visiones de t ransiciones en 
la espirit ual idad,  nos recuerda de la exclusión 
de est a import ant e dimensión por nuest ras 
academias e izquierdas t an profundament e 
seculares.   La import ancia de reconect ar na-
t uraleza y cult ura,  por úl t imo,  signif ica que 
los discursos de t ransiciones ubican en el  cen-
t ro del proceso la necesidad de reconect arse 
con t odos los seres vivient es,  humanos y no 
humanos.    Todos est os fact ores apunt an hacia 
el  surgimient o del pluriverso.  1

Ahora bien,  es de anot ar que las impl icacio-
nes práct icas de est e anál isis son por demás 
complej as.   Aunque los gobiernos progresis-
t as est án haciendo esfuerzos import ant es de 
t ransformación social ,  y han sin duda cont ri-
buido a la int roducción del Buen Vivir (BV) y 
los Derechos de la Nat uraleza (DN) como me-
t as de acción social ,  las l imit ant es y t ensiones 
para avanzar las dimensiones más radicales 
de la agenda son evident es.  Apart e de la en-
carnizada defensa de los órdenes est ablecidos 
por part e de las viej as y nuevas derechas y los 
int ereses imperial ist as,  las t ensiones y con-
t radicciones de los proyect os t ransformado-
res son enormes.   Debido al  peso hist órico del 
l iberal ismo y el  imperat ivo modernizant e,  el  
Est ado est á mej or capacit ado para cont rolar o 
gobernar de acuerdo al  modelo  desarrol l ist a,  
que para pot enciar las energías de los movi-
mient os sociales.   En general,  el  modelo de 
desarrol lo cont inúa causando est ragos en el  

1  Las obras de los t eólogos de la l iberación Leonar-
do Bof f  y Franz Hinkelammert  incluyen muchos de los 
element os de los discursos de t ransición,  t ales como 
la crít ica al  capit al ismo,  la espirit ual idad,  la ecolo-
gía,  la defensa de la vida,  y la necesidad de cambio 
de modelo cult ural .   Son obras ej emplares en est e 
sent ido.   Ver,  por ej . ,  Bof f  (2002);  Hat t haway y Bof f  
2009),  Hinkelammert  and Mora (2008).   

ent orno nat ural  debido a su dependencia de la 
acumulación,  al iment ada por la explot ación de 
los recursos nat urales (por ej emplo,  hidrocar-
buros,  soj a,  caña de azúcar,  palma aceit era,  
minería).   De al l í que a los modelos económi-
cos de la mayoría de los gobiernos progresist as 
se les denomine ‘ neo-ext ract ivist as’  (Gudynas 
2011).   Pero las posibil idades hist óricas deri-
vadas de los discursos y acciones de algunos 
movimient os y –en menor medida- de algunos 
est ados,  no dej an de ser reales.  

‘Extractivismo sensato’

El compromiso con el  BV y los DN impone 
como primer paso ineludible una est rat egia 
para superar est rat egias de desarrol lo basadas 
en el  ext ract ivismo.   Como el Consej o Lat ino-
americano de Ecología Social ,  CLAES,  expresa 
en su t rabaj o sobre t ransiciones post  ext rac-
t ivist as,  est o no signif ica abandonar por com-
plet o el  uso de los recursos nat urales,  lo cual 
sería imposible,  ni t oda forma de ext ract ivis-
mo.   La propuest a de CLAES es bast ant e út i l  
para pensar sobre las condiciones para el  BV 
y los DN como verdaderas al t ernat ivas al  de-
sarrol lo (e.g. ,  Gudynas 2011),  más al lá de una 
polít ica de redist ribución de ingreso a part ir 
de las ganancias de la export ación,  o de una 
post ulación del ext ract ivismo como necesario 
para combat ir la pobreza (asist encial ismo),  
ignorando su al t o impact o ambient al  local,  
cont inent al ,  y global.    Es una propuest a de 
t ransformación radical en t érminos de est ra-
t egias sociales y ambient ales que permit an 
diversif icar las cadenas product ivas.   

La propuest a de CLAES considera una t ransi-
ción de un ‘ ext ract ivismo depredador’  (est i-
lo de desarrol lo act ual),  a un ‘ ext ract ivismo 
sensat o’ ,  en el  cual se cumplirían las normas 
ambient ales de t oda act ividad explot adora 
(por ej . ,  la minería),   para f inalment e pasar 
a un ‘ ext ract ivismo o ext racción indispensa-
ble’  que se ref iere a aquel las act ividades que 
son genuinament e necesarias,  que cumplen 
condiciones sociales y ambient ales,  y est án 
direct ament e vinculadas a cadenas product i-
vas nacionales y regionales,  para nut rir redes 
de consumo verdaderament e enfocadas en la 
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cal idad de vida (Gudynas 2011).   El  result ado 
sería una al t ernat iva de desarrol lo con menos 
consumo de energía y huel la de carbono,  me-
j or cal idad de vida,  y cent rada en las nece-
sidades nacionales y cont inent ales ant es que 
globales.   Sobra decir que las exigencias para 
est e proceso son complej as,  incluyendo mayor 
democracia part icipat iva,  visiones plurales de 
la economía,  sist emas de valoración múlt iples 
(no solo en t érminos de indicadores econó-
micos est ándar),  disminución en el  consumo 
de mat eria y energía,  y est rat egias de “ des-
acople”   select ivo de la economía mundial . 2  
La producción de al iment os –y t odo el  sect or 
agrícola—deberán ser una esfera primordial  
en est a t ransición;  en general,  puede decirse 
que la “ re-local izacion”  de la producción de 
al iment os en base a sist emas orgánicos,  bio-
diversos y descent ral izados es uno de los as-
pect os considerados de mayor import ancia en 
los discursos de la t ransición. 3  La t ransición al  
post  ext ract ivismo con est rat egias de erradi-
cación de la pobreza,  conservación y derechos 
de la nat uraleza,  e int egración regional aut ó-
noma f rent e a la global ización.  

La dimensión cult ural  de la t ransición es clara 
a muchos niveles,  por ej emplo en el  cuest iona-
mient o de la idea de que el  consumo crecient e 
signif ica mej orar la cal idad de vida (Gudynas 
2011).   Pensar en el  Buen Vivir y los derechos 
de la nat uraleza signif ica embarcarse en es-
t rat egias ont ológico-polít icas de t ransición 
hacia el  pluriverso.   Hablar del pluriverso sig-
nif ica:  revelar un espacio de pensamient o y de 
práct ica en el  que el  dominio de una moder-
nidad única haya quedado suspendido a nivel 

2  La noción de desacople de CLAES hace eco de 
las propuest as del del inking de Samir Amin de los se-
t ent as,  aunque con una perspect iva ecológica que no 
aparecía en Amin,  y enfat izando el desacoplamient o 
del bienest ar del crecimient o económico.  

3  Véase por ej emplo el  t rabaj o de Vandana Shiva 
(2008) y la Vía Campesina (ver www.viacampesina.
org)

epist émico y ont ológico;  donde est a moderni-
dad haya sido provincial izada,  es decir,  des-
plazada del cent ro de la imaginación hist órica 
y epist émica;  y donde el anál isis de proyect os 
descoloniales y pluriversales concret os pueda 
hacerse honest ament e desde una perspect iva 
des-esencial izada.   Las al t ernat ivas a la mo-
dernidad t ienden hacia formas de organizar 
la economía,  la sociedad y la polít ica –f ormas 

ot ras- que brindan,  si no mej ores,  al  menos 
ot ras oport unidades de dignif icar y prot eger la 
vida humana y no humana y de reconect arse 
con la corrient e de la vida en el  planet a.

Arturo Escobar ,  ant ropólogo colombiano,  es 
profesor en el  Depart ament o de Ant ropología 

de la Universidad de Carol ina del Nort e,  
Chapel Hil l ,  Est ados Unidos
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La minería es uno de los sect ores económicos 
más cont aminant es e impact ant es en el  mun-
do,  no sólo por sus mét odos de ext racción que 
cada vez son más agresivos por conseguir ma-
yores ganancias en menor t iempo,  sino t am-
bién por las consecuencias de cort o,  mediano 
y largo plazo que afect an los recursos agua,  
suelo y aire,  condenando la vida de las espe-
cies nat urales y las comunidades en las que se 
insert an los proyect os mineros.

La act ual crisis mundial  y la desest abil ización 
económica que ha dej ado la devaluación del 
dólar,  ha provocado que los inversionist as pon-
gan sus oj os en el  ant iguo y más codiciado ac-
t ivo del mundo,  el  oro,  cuyo precio t enía un 
valor de $250/ onza t roy para el  año 2000,  y ha 
aument ando de manera est repit osa,  alcanzan-
do un valor de  $1 750/ onza t roy para el  2011.  

La reincident e búsqueda del oro y la visión 
polít ica de los gobiernos de la Región Cent ro-
americana,  quienes han abiert o sus puert as a 
la inversión ext ranj era a oj os cerrados,  han 
dej ado vulnerables a sus recursos nat urales 
en la búsqueda de un rápido “ desarrol lo”  que 
al  f inal  nunca l lega.  Las empresas mineras,  el  
60% de las cuales son de capit al  canadiense,  
t rabaj an baj o la lógica de aprovechamient o 
máximo,  a baj o cost o y cort o t iempo,  condi-
ciones que son aún más vent aj osas sí,  en el  
sit io donde se inst alan,  se pagan mínimos in-
gresos t r ibut arios y exist en muy pocos com-
promisos ambient ales y sociales,  condiciones 
que Cent roamérica les of rece en bandej a de 
plat a a est as t ransnacionales.  

Las leyes de minería de nuest ros países son 

I m plicaciones socio-
am bientales de la m inería  
en Cent roam érica

Tania Sosa

similares al  enfocarse en los mét odos y reque-
rimient os para la adquisición de concesiones 
de exploración y explot ación,  las aut oridades 
regulat orias,  y ot ros aspect os merament e con-
cesionarios.  Sin embargo,  no incluyen obl iga-
ciones y met odologías para el  cont rol  de im-
pact os ambient ales y sociales.  Cost a Rica es 
el  único que en el  2010 aprobó una Ley que 
prohíbe la minería a cielo abiert o,  como mé-
t odo def init ivo para negar el  ingreso a est e 
t ipo de proyect os.

La legislación ambient al ,  bast ant e incipient e 
y escuet a en la región,  ha demost rado ser dé-
bil  f rent e al  accionar de las empresas mineras.  
Los proyect os más emblemát icos han conf ir-
mado que las mineras encuent ran fácilment e 
los vacíos que les permit en esquivar las san-
ciones y violent ar la legislación ambient al .  En 
la mayoría de los casos,  ést as se asocian con 
los represent ant es de las comunidades locales 
e incluso con represent ant es a nivel nacional,  
para obviar consideraciones de caráct er social  
y ambient al .  En el  peor de los casos,  las em-
presas se aferran a acuerdos int ernacionales 
como el Trat ado Comercial  DR-CAFTA,  los que 
sirven para amenazar al  país cent roamerica-
no a asumir compromisos comerciales que los 
obl iguen a cumplir las exigencias de las t rans-
nacionales.  

En cuant o al  t an divulgado desarrol lo que las 
empresas mineras dicen t raer a los países,  un 
est udio publ icado en el  2011 por el  Cent ro 
de Invest igación sobre Inversión y Comercio 
(CEICOM)1 sobre los “ Impact os de la Minería 

1 “ Impact os de la Minería Met ál ica en Cent roamé-

r ica” ,  CEICOM, Nolasco,  S.  2011.  
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Met ál ica en Cent roamérica” ,  ident if icó que 
los ingresos t r ibut arios que las empresas mi-
neras pagan a los países de la región son en 
promedio no más del 1.5% de los ingresos ob-
t enidos.

Movimientos socio-ambientales  

frente a la minería

La lucha social en cont ra de la minería,  espe-
cialmente la metálica,  ha venido creciendo a 
medida que generaciones enteras han visualiza-
do los impactos ambientales y sociales,  mismas 
amenazas que se han intensif icado y extendido 
con el ingreso de nuevos proyectos en una era 
que se ha denominado “ recolonización” .  

En Guatemala,  según el documental “ El oro o 
la vida” 2,  54 comunidades indígenas han rea-
l izado consult as comunit arias,  contabil izando 
un mil lón de personas que han rechazado a las 
empresas mineras,  pet roleras e hidroeléct ri-
cas.  Estas consult as son práct icas ancest rales 
que son reconocidas por las leyes municipales,  
la const it ución de ese país e incluso el Conve-
nio 169 de la OIT.  Sin embargo,  el Gobierno ha 
hecho caso omiso a este movimiento social y 
hasta el 2011 había concedido 155 l icencias de 
exploración y explotación minera metálica.  

En Guatemala,  la t ransnacional canadiense 
Goldcorp Inc.  es propietaria del Proyecto Mar-
lín,  ubicada en San Marcos,  y el Proyecto Cerro 
Blanco en Jut iapa.  El Proyecto Marlín es quizá 
el más emblemát ico para Guatemala,  debido a 
las afectaciones ambientales que han generado 
graves problemas a las comunidades indígenas 
de la zona.  En un estudio realizado en el 2008 
por la Comisión Pastoral Paz y Ecología (COPAE) 
se encont raron concent raciones de metales pe-
sados en el Río Tzala (aluminio,  arsénico y man-
ganeso) por encima de los rangos permisibles,  y 
evidencias de afectaciones a la salud pública.  
El Proyecto Cerro Blanco se encuent ra a solo 
15 km de la f rontera con El Salvador y a 5 km 

2 “Recolonización y resistencia en Centro Amé-

r ica” .  Un document al de Caracol Producciones,  
Guat emala.  2011.  Filmado en Guat emala,  Honduras y 
El Salvador.

de la ciudad de Asunción Mit a,  proyecto aún en 
const rucción y que t iene implicaciones socio-
ambientales a nivel binacional que no han sido 
t omadas en cuenta desde las exploraciones.  

Guatemala t iene una fuerza de resist encia ante 
los proyectos mineros que es admirable,  gra-
cias a la apropiación que t ienen los pueblos 
indígenas del valor de sus t errit orios y sus re-
cursos naturales como herencias ancest rales 
invaluables.  Sin embargo,  en los últ imos 10 
años,  las consecuencias de esa lucha se han 
visualizado en el asesinato de 120 act ivist as 
y defensores de los Derechos Humanos.  Como 
parte de su lucha,  el caso de la Mina Marlín fue 
presentado ante la Comisión de Derechos Hu-
manos de la ONU, logrando que ésta emit iera 
medidas cautelares para resolver el conf l ict o y 
detener el proceso de contaminación ambien-
tal.  Ante las est rategias dilat orias del Gobierno 
para no cumplir con las medidas planteadas,  
el movimiento social logró que el relator de la 
ONU para los pueblos indígenas visit ara a las 
comunidades afectadas por la Mina Marlín para 
escuchar sus reclamos y demandas,  divulgando 
el caso a nivel int ernacional.

En El Salvador,  el movimiento social ambien-
t alist a consiguió que el Estado salvadoreño ne-
gara conceder los permisos de explotación al  
Proyecto Mina San Sebast ián de Commerce/
Sanseb,  y al Proyecto El Dorado y la nueva con-
cesión de Exploración del Proyecto Santa Rit a 
de Pacif ic Rim, éstos últ imos ubicados en el De-
partamento de Cabañas.  

El Comité Ambiental de Cabañas estaba pre-
ocupado por el uso indiscriminado del agua,  re-
curso que es escaso en la zona.  El Dorado pre-
t endía consumir 10.4 l/ s (900 mil l / día),  misma 
cant idad que abastece a una famil ia promedio 
durante 20 años.  Por ot ro lado,  el río San Se-
bast ián es el ícono de la contaminación que ha 
dej ado la Mina San Sebast ián;  en éste se viert e 
de manera constante drenaj e ácido que conta-
mina el río y que ha dej ado sin agua potable a 
los pobladores de la zona.

La negat iva del Estado salvadoreño t raj o sus 
consecuencias sobre la vida de 4 líderes comu-
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nit arios,  miembros del Comité Ambiental de 
Cabañas,  quienes en el 2009 fueron asesinados.  
Actualmente,  valiéndose del t ratado de l ibre 
comercio con EEUU (DR-CAFTA),  Pacif ic Rim y 
Commerce/ Sanseb han presentado demandas 
ante el CIADI (Cent ro Internacional de Arreglo 
de Diferencias Relat ivas a Inversiones) por $77 
mil lones y $100 mil lones de dólares respect iva-
mente,  en cont ra del Estado salvadoreño.

En Honduras,  después de los est ragos que 
ocasionó el Huracán Mit ch (1998),  el Congre-
so aprobó una ley en la que se establecía la 
priorización del uso del agua para el desarro-
l lo de proyectos mineros,  dej ando al recurso 
agua vulnerable a la voluntad de las empresas 
t ransnacionales.  Es así que Honduras se postula 
como el país cent roamericano con el mayor nú-
mero de concesiones y con el área más grande 
de t errit orio concesionado para proyectos mi-
neros (31% del t errit orio nacional).  

El Proyecto San Mart ín,  ubicado en El Valle 
de Siria,  fue comprado por Goldcorp Inc.  en 
el 2006,  y a part ir del 2007 inició un proceso 
de cierre dados los innumerables reclamos por 
contaminación ambiental y violaciones a los 
derechos humanos.  Ent re los numerosos daños 
que se le at ribuyen,  resalt a la contaminación 
de la mayoría de las fuentes de agua del Valle 
de Siria,  generando una epidemia de problemas 
dérmicos producto de la exposición a metales 
pesados y se han regist rado 150 casos compro-
bados de personas con presencia de arsénico 
en la sangre.  Pero no fue sino hasta el 2010 
que el Estado hondureño reaccionó ante esta 
problemát ica.  

El Proyecto Mina San Andrés,  de Minerales de 
Occidente S.A,  ubicado dent ro del Departa-
mento de Copán,  está aún en etapa de explo-
t ación,  regist rándose denuncias por derrames 
de agua cianurada desde el 2006;  dichas des-
cargas se hacen en las proximidades del río 
Lara,  afectando directamente las fuentes de 
agua superf iciales de las que se abastecen las 
comunidades cercanas a la mina.  

En Nicaragua,  exist en más de 260 concesiones 
mineras otorgadas,  y 95 nuevas solicit udes,  las 

cuales casi doblan el área t otal del t errit orio 
nacional que está actualmente otorgado para 
proyectos mineros.  

El Proyecto Mina El Limón,  localizado al noroes-
t e del país,  de la empresa Trit ón Minera S.A. ,  y 
el Proyecto La Libert ad,  ubicado en el cent ro-
nort e del país,  de la empresa DESMINIC, fue-
ron comprados en el 2009 por la t ransnacional 
B2Gold,  las cuales han mantenido su compor-
t amiento como las principales contaminadoras 
del medio en sus zonas de inf luencia.   En el  
2006,  una ONG nacional (Cent ro von Humbol-
dt ) realizó muest reos de aguas superf iciales y 
subterráneas cercanas a ambos proyectos,  en-
cont rando en las quebradas de Mina El Limón,  
concent raciones de aluminio y manganeso 
superiores a los rangos permisibles.   En La Li-
bert ad,  se hicieron muest reos al río Mico y sus 
af luentes,  encont rando concent raciones fuera 
de los rangos máximos permisibles para alumi-
nio,  manganeso,  zinc,  y grasas y aceit es.  

En La Libert ad,  las autoridades competentes 
procedieron a demandar a la empresa por la 
vía administ rat iva,  y se le solicit ó al Cent ro 
Humboldt  y al Cent ro de Invest igación de los 
Recursos Acuát icos (CIRA-UNAN) que realizaran 
análisis de sedimentos en el río Mico,  encon-
t rando alt as concent raciones de plomo, hierro 
y zinc.  Finalmente,  MARENA emit ió una resolu-
ción para la t oma de medidas cautelares y de 
mit igación de daños ambientales,  a lo cual no 
se le dio seguimiento.  

En el 2009,  pobladores del Comité de Desarro-
l lo Comarcal de Mina El Limón,  int erpusieron 
denuncia ante las autoridades competentes 
sobre una nueva presa de cola que pretendía 
const ruir la empresa Trit ón en la comunidad 
San José de la Cañada,  así como la contami-
nación ambiental (aguas,  suelos y atmósfera) y 
las afectaciones a la salud de los pobladores,  la 
mayoría de los cuales suf ren problemas renales 
a causa de la mala calidad del agua de consu-
mo, deteriorada por la explotación minera.  En 
función de ello,  el Minist erio del Ambiente pre-
sentó una demanda en cont ra de Trit ón Minera,  
emit iendo una resolución en la que se mandaba 
a t omar medidas precautorias y de mit igación 
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por los daños ambientales ocasionados,  a la 
cual no se lo dio seguimiento.  Pese a una se-
rie de medidas legales que t omó la comunidad,  
recurriendo incluso ante la Corte Suprema de 
Just icia,  la que cont inúa sin pronunciarse,  la 
Presa de Cola San José ya culminó su faceta de 
const rucción y la empresa minera se encuent ra 
en pleno uso de la misma.  

Ot ro sit io de concent ración de proyectos mi-
neros en Nicaragua se ubica en el Dist rit o Mi-
nero de Siuna,  Bonanza y Rosit a,  ubicado en la 
Región Autónoma del At lánt ico Norte de Nica-
ragua,  denominado Triángulo Minero.  La pro-
pietaria es la empresa de propiedad t rinacional 
HEMCO, de capit al canadiense,  estadounidense 
y nicaragüense,  conocida como HEMCONIC.

La presa de cola del proyecto fue const ruida 
sobre la microcuenca Concha Urrut ia,  al sures-
t e del casco urbano.  En el 2009,  la presa pre-
sentó los primeros problemas a raíz de un sismo 
de 6.4 en la escala de Richter,  que provocó el  
rompimiento de una sección de la t ubería de 
bombeo de las aguas residuales.  Este hecho se 
agravó con ot ro sismo a inicios del 2010,  esta 
vez de 4.3 en la escala de Richter,  generando 
grietas a la est ructura de 1 cm de espesor en 
sent ido longit udinal.  Las aguas residuales de 
esta presa de cola afectarían al Río Concha 
Urrut ia,  Río Tuqui,  a su vez al Río Bambana,  y 
al Prinzapolka,  mismos que desembocan en el  
Mar Caribe.  

En Costa Rica,  se encuent ra la Mina Bella Vista,  
ubicada al noreste de Miramar de Montes de 
Oro,  en Puntarenas,  siendo un ej emplo ícono 
de la irresponsabil idad por part e de las empre-
sas,  una vez que el proyecto es abandonado.  
En el 2000,  funcionarios públicos de la Direc-
ción de Geología y Minas,  en una interpretación 
manipulada de la ley,  otorgaron autorización al  
cambio de ext racción de t úneles a cielo abier-
t o,  sin cumplir con los t rámites señalados por 
esa Dirección.  La empresa Glencairn Gold sus-
pendió operaciones en j ul io de 2007,  producto 
de un problema de deslizamiento de t erreno 
que sufrió el área de ext racción del proyecto.  
En octubre 2007,  Glencairn Gold fue compra-
da por la t ransnacional B2Gold,  obteniendo un 

Proyecto en estado de abandono,  sin acciones 
de remediación del t erreno concesionado,  aun-
que B2Gold asegura estar en una etapa de re-
cuperación para la reanudación de act ividades.

El Proyect o Minero Crucit as,  uno de los más 
emblemát icos de la lucha ant i minera por 
part e de organizaciones ambient al ist as de Ni-
caragua y Cost a Rica,  le pert enece a la em-
presa Indust rias Inf init o S.A. ,  subsidiaria de la 
compañía Inf init o Gold Limit ed de origen ca-
nadiense.  Luego de una ardua campaña ant i 
minera por part e de UNOVIDA (Unión Nort e 
por la Vida),  ACAME (Al ianza Cent roamericana 
f rent e a la Minería Met ál ica) y los(as) l íderes 
comunit arios(as) del nort e y el  sur de Nicara-
gua,  el  30 de noviembre 2011 fue f inalment e 
anulado por la Sala I de la Cort e Suprema de 
Just icia,  la cual conf irmó por unanimidad la 
sent encia del Tribunal de lo Cont encioso Ad-
minist rat ivo que dej ó sin efect o la concesión y 
ordenó a la empresa pagar una indemnización 
por daño ambient al .  Fue part e de la orden in-
vest igar las impl icaciones del ex President e 
Oscar Arias y ot ros funcionarios del Est ado que 
se vieron involucrados en las gest iones i lega-
les de la empresa Indust rias Inf init o S.A.

En def init iva,  los proyectos mineros en Cent ro-
américa se comportan de manera similar,  ubi-
cándose est ratégicamente en los af loramientos 
de los ríos,  afectando cuencas hidrográf icas de 
vit al importancia para la población;  pasan por 
alt o requerimientos t écnicos y violentan las 
incipientes leyes ambientales,  y no se hacen 
responsables por las afectaciones ambientales 
y sociales.  Las consecuencias de la minería son 
irreversibles,  afectan y afectarán a generacio-
nes que estarán condenadas a un rest ringido 
acceso al recurso agua en calidad y cant idad,  
así como a la exposición a contaminantes como 
los metales pesados,  l imit ando sus capacidades 
de desarrollo,  generalizando la pobreza y par-
t icularizando las ganancias.

Tania Sosa es ingeniera en Cal idad 
Ambient al ;  t rabaj a en el  Cent ro 

Humboldt ,  Nicaragua,  como of icial  de 
indust rias.
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En los úl t imos 20 años,  Perú se ha convert ido 
en un dest ino privi legiado de las inversiones 
ext ract ivas.  El ext ract ivismo minero se ha ex-
pandido exponencialment e hast a const it uirse 
en uno de los sect ores más import ant es de su 
comercio int ernacional.  Al mismo t iempo,  la 
resist encia a la minería se ha ext endido a ni-
vel nacional y el  cuest ionamient o a su rol  en 
el  desarrol lo son cada vez más crecient es.  

El escenario fut uro son mayores t ensiones 
ent re gobierno y comunidades alrededor de 
proyect os mineros,  donde,  desde lo cent ral ,  
se pret ende fort alecer el  modelo ext ract ivis-
t a y desde lo local se buscar romper la visión 
cent ral ist a del desarrol lo.  Sin embargo,  ¿será 
fact ible a part ir de una resist encia focal izada 
const ruir una posibil idad de cambio en el  mo-
delo de desarrol lo que hast a ahora es funda-
ment alment e ext ract ivist a? 

Explorando el terreno de la minería

Debemos reconocer que la act ividad minera 
ha formado part e de la hist oria del país,  pero 
es desde hace dos décadas que ha venido ad-
quiriendo import ancia económica y polít ica.  

En los primeros años de la década de los no-
vent a se creó un marco favorable (j urídico e 
inst it ucional) para at raer la part icipación de 
los inversionist as privados en el  desarrol lo ex-
t ract ivist a.  El nuevo marco eminent ement e 
l iberal  facil i t ó el  desarrol lo ext ract ivo,  expre-
sándose en el  increment o de áreas concesio-
nadas para la minería y de las inversiones en 
exploración,  la ent rada en operación de gran-
des proyect os mineros (Yanacocha,  Ant amina,  
Pierina,  ent re ot ros) y el  crecimient o de la 
part icipación del sect or en las export aciones.  

Perú:  incom pat ibilidades  
de una apuesta ext ract ivista

Luis Vittor

Est as caract eríst icas se mant ienen const ant es 
en la act ual idad.

Las concesiones mineras t i t uladas superan las 
17 mil lones de hect áreas,  pero si añadimos las 
que se encuent ran en t rámit e,  la cif ra supera 
los 23.1 mil lones de hect áreas (a agost o de 
2011).  Las cinco regiones (Puno,  Cusco,  Aya-
cucho,  Huancavel ica,  Apurímac) con el  mayor 
número de comunidades andinas,  concent ran 
el  31% del t ot al  de hect áreas concesionadas.  

La minería se ha convert ido en el  principal 
sect or export ador y dest ino import ant e de las 
inversiones ext ranj eras.  En los úl t imos cuat ro 
años (2007-2010) las export aciones mineras en 
promedio han represent ado el  60% del t ot al  de 
export aciones.  En el  2010 las mineras expor-
t aron por US$ 21,723 mil lones.  Por ot ro lado,  
las inversiones mineras en el  2010 alcanzaron 
la cif ra de US$ 4,026 mil lones,  42% más que 
lo regist rado en el  2009.  La t endencia es cre-
cient e en los úl t imos 4 años.   

A j ul io del 2011,  exist ían en cart era 43 prin-
cipales proyect os mineros con una inversión 
esperada de US$ 42,451 mil lones para los 
próximos años1.  El  65.20% de las inversiones 
mineras se concent ra en cuat ro regiones:  Ca-
j amarca,  Apurímac,  Moquegua y Arequipa.   
Todos los proyect os mineros se ubican en los 
Andes y sobre t errit orios de comunidades,  así 
el  27.76% de las inversiones se concent ra en 
cinco regiones con mayor número de comuni-
dades reconocidas.  

1  Cart era Est imada de Proyect o de Inversión.  
MINEM. Información act ual izada a j ul io de 2011.  
Disponible en:   ht t p: / / www.minem.gob.pe/ minem/
archivos/file/Mineria/INVERSION/2011/PROY%2007-
11.pdf
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Desde est a perspect iva,  el  Perú vendría a ser 
un “ país minero” .  El Est ado ha convert ido a la 
minería en una cuest ión de “ int erés nacional”  
por sobre las ot ras cuest iones (ambient al ,  so-
cial ,  cul t ural ,  et c. ).  Las polít icas mineras es-
t án prot egidas por “ cont rat os de est abil idad”  
(j urídica,  t r ibut aria).  Hablar de cambios en 
las polít icas mineras es “ ahuyent ar las inver-
siones” .  Para simpat izar con est a perspect iva,  
los polít icos argument an que la clave es apos-
t ar por una mej or redist ribución de los ingre-
sos mineros.  Por t ant o,  desde lo cent ral  y en 
est e cont ext o hablar de t ransiciones parece 
una cuest ión inadmisible.

El territorio de las resistencias  

a la minería

Desde inicios de la década de los novent a el  
ext ract ivismo se int ensif icó sobre los Andes y 
las comunidades se vieron sorprendidas por la 
presencia de empresas en sus t errit orios.  Es 
lógico que,  considerando la import ancia de 
sus t ierras para su subsist encia,  muchas comu-
nidades denunciaran los impact os ambient ales 
y sociales de la minería y en algunos casos no 
ot orgaran consent imient o a los proyect os.  

En est e cont ext o,  surgió –en 1999- la Confe-
deración Nacional de Comunidades del Perú 
Afect adas por la Minería (CONACAMI)2,  un es-
fuerzo de art iculación de las propias comuni-
dades que se convirt ió en uno de los act ores 
emblemát icos.

En Espinar (Cusco),  San Marcos (Ancash),  Caj a-
marca y ot ras zonas se denunciaban el despla-
zamient o de comunidades de sus t ierras para 
dar paso a la expansión minera.  En La Oroya,  
San Mat eo de Huanchor,  Choropampa,  Cal lao y 
Cerro de Pasco,  se demost ró los impact os mi-
neros en la salud y la vida de los pobladores.  

Al año 2006 varios proyect os mineros fueron 
cancelados (Tambogrande y Cerro Quil l ish) o 
se encont raban est ancados (Quel laveco,  Río 
Blanco) por no cont ar con el  consent imient o 

2  Más información disponible en:  ht t p: / / www.
conacami.pe/ 2011/ 09/ hist oria-de-conacami.ht ml

de las comunidades y poblaciones locales.  

En la act ual idad,  algunos de los principales 
proyect os mineros t ienen resist encia de las 
comunidades:  Quel laveco (Moquegua),  Tía 
María (Arequipa),  Minas Conga (Caj amarca),  
Río Blanco (Piura),  Sant a Ana (Puno) y Puca-
marca (Tacna).  La inversión est imada para es-
t os proyect os sumaría más de 10 mil  mil lones 
de dólares.

La Defensoría del Pueblo report ó (enero 2012) 
un t ot al  de 228 conf l ict os sociales,  el  56.6% 
(129 casos) son del t ipo socioambient al  que in-
cluyen disput as por el  cont rol ,  uso y/ o acceso 
al  ambient e y sus recursos.  La solución a un 
t ot al  de 101 conf l ict os socioambient ales est á 
en manos del gobierno cent ral .

De est e escenario de const ant es t ensiones 
ent re comunidades y gobierno han emergido 
algunos t emas que han marcado el debat e po-
l ít ico nacional.  

Las comunidades consideran que la minería 
afect a sus t errit orios,  el  ambient e y los recur-
sos hídricos y pone en riesgo sus medios de 
subsist encia t radicional.  Los riesgos de la mi-
nería en la disponibil idad y cal idad del agua 
es uno de los t emas más recurrent es en las 
demandas de las comunidades.  Ot ro asunt o 
import ant e son los riesgos para la salud huma-
na de las act ividades mineras.

En varios casos comunidades y poblaciones 
más que oponerse a proyect os mineros han 
reaf irmado un modelo de desarrol lo propio,  
basado principalment e en la agricult ura y ga-
nadería t radicional.  

La reaf irmación por el  modelo de desarrol lo 
local de  las comunidades ha l levado incluso a 
la real ización de consult as vecinales para de-
cidir la inclusión de la minería en sus planes 
de desarrol lo (Tambogrande,  2002;  Ayabaca y 
Huancabamba,  2007;  Islay,  2009).

Si bien est os procesos son en muchos casos 
más locales,  est án cuest ionando la visión cen-
t ral ist a del desarrol lo.  Por ej emplo,  si los go-
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El proyecto “Quellaveco” (Moquegua), de 

propiedad de Anglo American1 pretende ex-

traer cobre de un yacimiento que se ubica 

sobre el lecho del río Asana y la empresa pla-

nea desviar el curso del río, así como utilizar 

aguas reservadas para un proyecto agrícola. 

Desde hace más de una década 28 comunida-

des aymaras de la zona andina y agricultores 

del valle costeño se oponen al proyecto mi-

nero por considerar que su ejecución podría 

limitar la disponibilidad de agua para las acti-

vidades agrícolas.

“Rio Blanco” (Piura), es otro proyecto de 

cobre ubicado sobre una concesión de 6,475 

hectáreas de propiedad de la empresa china 

Xiamen Zijin Tongguan2. El proyecto se ubi-

ca sobre una zona de “bosques de neblina” 

que constituye un ecosistema andino con alta 

biodiversidad y una de las principales fuentes 

de agua para la región. Las comunidades de 

las provincias de Ayabaca y Huancabamba, 

así como agricultores de los valles de Piura, 

se han movilizado en oposición al proyecto 

desde el año 2004. En el 2007 realizaron con-

sultas vecinales en las provincias altas donde 

las comunidades rechazaron las actividades 

mineras en la zona3.

El proyecto “Tía María”4 de Southern Copper 

(Grupo México) ubicado en la provincia de 

Islay (Arequipa) extraería cobre a través de 

dos tajos abiertos. Inicialmente la empresa 

planteó usar aguas subterráneas y luego agua 

desalinizada de mar. Sin embargo, agriculto-

1  http://www.angloamerican.com/business/copper/pro-

jects

2  http://www.zjky.cn/english/tabid/138/Default.aspx

3  http://www.todosobrerioblanco.com/

4  http://www.southernperu.com/ESP/opinte/Pages/Tia-

Maria.aspx

res del Valle del Tambo se oponen al proyecto 

y han realizado una consulta vecinal donde la 

mayoría se pronunció en contra de la mine-

ría (septiembre, 2009). Tras las protestas, el 

gobierno canceló el proyecto (abril, 2011)5, 

pero la empresa anunció que insistirá con el 

proyecto minero (febrero, 2012)6.

Entre mayo y junio del 2011, el proyecto 

“Santa Ana”, de propiedad de Bear Creek 

Mining Corporation7 y ubicado en Puno, mo-

vilizó a las comunidades aymaras demandan-

do declarar la región libre de minería. Tras 

varias semanas de protestas el gobierno tuvo 

que revocar la autorización a la empresa y 

aprobar la aplicación de un procedimiento de 

consulta previa a las comunidades8.

Recientemente, entre noviembre y diciembre 

del 2011, las comunidades de Cajamarca se 

movilizaron demandando la cancelación del 

proyecto minero Minas Conga9 de propiedad 

de Minera Yanacocha. El proyecto se ubica 

sobre una cabecera de cuenca, su ejecución 

implicaría la desaparición de lagunas natura-

les y afectaría las cuencas de tres provincias.

Tras un fallido intento de diálogo, el gobierno 

central implementó un “peritaje” sobre el es-

tudio de impacto ambiental cuyos resultados 

pretenden justificar la viabilidad del proyec-

to. 

5  http://peru21.pe/noticia/739855/cancelan-proyecto-

minero-tia-maria

6  http://elcomercio.pe/economia/1368956/noticia-pre-

sentaran-nuevo-estudio-ambiental-proyecto-minero-

tia-maria

7  http://www.bearcreekmining.com/sp/Home.asp

8  http://www.losandes.com.pe/Nacio-

nal/20110625/51723.html

9  http://www.yanacocha.com.pe/operaciones/proyecto-

conga/

Proyectos mineros en conflicto
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bernant es quieren a la vez el  agua y el  oro3,  
para las comunidades no parece haber dile-
mas.  Desde el modo de vida rural  est á claro 
que el  agua es fuent e de vida.   

Hay incompatibilidad con la minería 

en los territorios

En los casos donde las comunidades no con-
sient en la minería,  se puede suponer que 
exist e una suert e de incompat ibi l idad de la 
vocación del t errit orio con las act ividades ex-
t ract ivas (ver recuadro).   En est os casos hay 
t errit orios que ambient al  y económicament e 
pueden ser incompat ibles con el  desarrol lo de 
act ividades ext ract ivas.

Ent onces la minería no siempre puede encaj ar 
en la const rucción del desarrol lo local y regio-
nal.  Por t ant o,  si la minería no obt iene el  con-
sent imient o de las comunidades no debe leer-
se como una “ posición ideológica”  sino que 
son expresiones de est as incompat ibi l idades.

Las posibil idades de resolver est as incompat i-
bi l idades se encont rarían en el  ordenamient o 

3  Ollanta Humala sobre Conga: Queremos el agua y 
el oro. Ver: ht tp:/ / www.larepublica.pe/ 16-11-2011/
ollanta-humala-sobre-conga-queremos-el-agua-y-el-oro

t errit orial .  Est e debería de hecho reconocer 
las incompat ibi l idades y la vocación del t erri-
t orio de las comunidades.  Def inir qué se hace 
en un t errit orio y qué concurrencias son am-
bient alment e posibles.  

El problema es quién y cómo se ordena el t e-
rrit orio.  Si lo hace el  gobierno nacional el  ret o 
es como superar la visión cent ral ist a y ext rac-
t ivist a del desarrol lo.  Hay experiencias a nivel 
regional y local pero es t odavía muy t emprano 
para valorar si est e inst rument o podría resol-
ver un problema est ruct ural .

Finalment e,  volviendo a nuest ra pregunt a 
inicial ,  dos décadas después de int enso ex-
t ract ivismo podemos ident if icar señales que 
cuest ionan y plant ean reformas al modelo ex-
t ract ivist a.  Sin embargo,  es t odavía lej ana la 
posibil idad de discut ir una t ransición con el  
poder cent ral ,  pero se est án gest ando proce-
sos locales y una incipient e art iculación polí-
t ica que a largo plazo podría l levarnos a est e 
escenario.  Por ahora el  ordenamient o t errit o-
rial  podría ponerle l ímit es a la minería.

Luis Vit tor es economist a peruano,  asesor 
de la Coordinadora Andina de Organizaciones 

Indígenas (CAOI).
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Al consagrarse en la nueva Const it ución de 
2008 que Ecuador es un Est ado int ercult ural  
y plurinacional,  baj o la premisa de avanzar en 
la const rucción de “ una nueva forma de con-
vivencia ciudadana,  en diversidad y armonía 
con la nat uraleza,  para alcanzar el  buen vivir,  
el  sumak kawsay” ,  el  país se conviert e en uno 
de los pioneros en asumir un horizont e al t er-
nat ivo al  paradigma de desarrol lo capit al ist a 
y,  por t ant o,  a la propia crisis civi l izat oria en 
curso.

Est a Cart a Magna,  que recoge el anhelo de la 
refundación del país sobre nuevos pilares,  fue 
product o de un espacio y moment o caract eri-
zados por la part icipación y el  diálogo en los 
cuales se cat al izaron demandas hist óricas y 
profundas de una mult ipl icidad de fuerzas so-
ciales compromet idas con un cambio radical.   
Pero el  vért igo que post eriorment e impone la 
cont ingencia polít ica-elect oral ,  ent re ot ros 
fact ores,  da colet azos que afect an a esa diná-
mica favorable al  debat e necesario para pro-
cesar y at errizar t ales plant eamient os en los 
marcos legales y polít icas públ icas.   Es más,  
t ambién da lugar a que se generen desmem-
bramient os en el  bloque de la “ revolución ciu-
dadana”  l iderada por el  movimient o PAIS,  que 
con el  t iempo se t raducen en rupt uras.

Los sect ores de izquierda y sociales desafect os 
con la gest ión del president e Rafael Correa,  
no desconocen que el  mandat ario aciert a al  
considerar primordial  y urgent e la recupe-
ración del rol  rect or y regulador del Est ado,  
pero sí cuest ionan lo que consideran un giro 
hacia una gest ión económica más pragmát ica 
que programát ica,  con lo cual la t ransición va 
cediendo cada vez más espacio al  cont inuis-
mo,  part icularment e en lo que respect a a la 
ext racción de recursos nat urales.

Por iniciat iva de est os sect ores,  aglut inados en 
la Coordinadora Plurinacional,  el  8 de marzo 

Ecuador:  Diálogo esquivo
Osvaldo León y Sally Burch

se inició al  sur-orient e del país la “ Marcha por 
el  Agua,  la Vida y la Dignidad de los Pueblos”  
para exigir al  gobierno un “ cambio de modelo 
de desarrol lo,  para const ruir un modelo de so-
beranía al iment aria,  que es la base de un ver-
dadero Est ado Int ercult ural  y Plurinacional” ,  
según expresan en el  respect ivo “ Mandat o” .

Con t al propósit o,  éste cont iene una platafor-
ma de 19 puntos que indist int amente recoge 
reivindicaciones coyunturales y cuest ionamien-
tos a la orientación de las polít icas.   Esto como 
recurso para atender demandas específ icas de 
estos diversos sectores cuya coincidencia pri-
maria es el haber roto con Correa,  a lo que se 
añade actores que más allá de t al plataforma 
en su agenda lo que importa es preparar con-
diciones favorables para la próxima cont ienda 
electoral.   Y en este plano se ubica t ambién la 
respuesta of icial.   Convert ida la Marcha en un 
mecanismo de medición de fuerzas,  el margen 
para que pueda generar un debate de fondo se 
t orna cada vez más reducido1.

De acuerdo al “ Mandato”  de la Marcha,  “ El 
gobierno de Alianza País se caracterizó en un 
inicio por una propuesta cont ra-neoliberal asu-
miendo el discurso y las propuestas que confor-
maron la plataforma de lucha del movimiento 
indígena y de los movimientos sociales.   Ya en 
el ej ercicio de su mandato,  el gobierno se ca-
racteriza por impulsar una gran reforma capi-
t al ist a que,  según el Plan Nacional para el Buen 
Vivir,  plantea un cambio del ej e de acumula-

1) Los medios de comunicación,  en abiert a con-
f ront ación con el  president e Correa,  han abiert o sus 
espacios para cubrir la marcha dest acando punt os 
que podrían desgast ar al  gobierno.   Como sea,  por 
las circunst ancias se han vist o forzados a abordar 
t emas que en ot ras circunst ancias habrían pasado 
por encima,  como es el  t ema minero.   Pero de ahí a 
que busquen cont ribuir a que se mant enga y amplíe 
el  debat e result a impensable,  a menos que la presión 
social  no les dej e ot ra opción.
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ción cuya est rategia de desarrollo endógeno 
permit iría t ransit ar de un esquema ext ract ivo,  
primario exportador y especulat ivo a uno basa-
do en la mercant il ización y aprovechamiento 
privado de la biodiversidad para benef icio de 
las t ransnacionales.   Sin embargo,  las polít icas 
del gobierno dan cont inuidad y amplían el mo-
delo ext ract ivist a y contaminante” .  

Modificar la matriz productiva:  

un proceso largo

Para conocer la posición del gobierno sobre 
est e t ema,  ALAI ent revist ó a Ana María Larrea,  
subsecret aria general de planif icación para el  
Buen Vivir,  de la Secret aría Nacional de Plani-
f icación y Desarrol lo (SENPLADES),  quien reco-
noce que el  buen vivir impl ica un cambio en la 
concepción sobre el  desarrol lo,  en la concep-
ción de la int errelación de los seres humanos 
ent re sí y con la nat uraleza y con el  cosmos,  
pero que es un obj et ivo a alcanzar -no un pun-
t o de part ida- para el  cual hay que generar 
una serie de condiciones.

Si Ecuador,  durant e t oda su hist oria republ i-
cana ha generado su forma de acumulación a 
base de sus product os primarios,  ent onces “ lo 
que nos pregunt amos en el  gobierno nacional 
es cómo dej ar ese modelo a fut uro” ,  seña-
la Larrea.   “ Impl ica un cambio en la mat riz 
product iva de t odo el  país,  y est o no es algo 
que lo hacemos de un día para ot ro” .   Para 
avanzar hacia est e cambio,  se est á invirt iendo 
en un proceso de generación de capacidades 
y de t ransferencia t ecnológica.   “ Pero eso es 
un proceso que nos va a t omar 10,  15 o 20 
años,  incluso más,  de manera que podamos ir 
modif icando la mat riz product iva.   Nosot ros 
queremos pasar a ser una economía basada 
sobre t odo en servicios,  donde t enga un com-
ponent e muy fuert e el  t ema del t urismo y del 
bio-conocimient o.   Est amos t rabaj ando en esa 
dirección;  pero mient ras t ant o t enemos que 
dar de comer a los ecuat orianos,  y por eso no 
se ha parado las práct icas ext ract ivas,  porque 
no lo podemos hacer” ,  af irma Larrea.

Para i lust rar la necesidad de recursos,  la sub-
secret aria de la SENPLADES cit a un est udio 

muy amplio que est e organismo present ó hace 
poco al  President e de la Repúbl ica,  donde se 
est ima que cost aría al  país cerca de 40 mil  mi-
l lones de dólares solament e para dot ar a t oda 
la población del mínimo necesario de inf raes-
t ruct ura básica,  servicios públ icos y garant ía 
básica de derechos (salud,  educación,  sanea-
mient o,  elect ricidad,  et c. ) como condición 
básica del buen vivir.   Est e mont o es casi 10 
veces el  presupuest o act ual de inversión anual 
en inf raest ruct ura de t odo t ipo.

Toda vez,  ant e la observación de que una cosa 
es no parar el  ext ract ivismo y ot ra es abrir 
una nueva vent ana,  como la minería a gran 
escala,  que el  país acaba de inaugurar,  Larrea 
lo j ust if ica porque las reservas pet roleras se 
est án agot ando;  “ si vemos una planif icación a 
largo plazo,  es necesario generar una serie de 
recursos j ust ament e para alcanzar ese buen 
vivir” .

Ecuador entra a la minería  

a gran escala

Just ament e,  el  pasado 5 de marzo,  el  gobier-
no de Rafael Correa f irmó el primer cont rat o 
de minería a gran escala y a cielo abiert o en 
el  país,  con la empresa minera Ecuacorrient e 
(ECSA),  de capit al  chino.   Se t rat a del campo 
de cobre Mirador,  en el  cant ón El Pangui,  pro-
vincia de Zamora Chinchipe,  en el  sur-orient e 
del país,  con reservas recuperables est imadas 
en más de 5000 mil lones de l ibras de cobre.   
La inversión previst a es de $ 1400 mil lones en 
los próximos cinco años.   El cont rat o est able-
ce una part icipación para el  Est ado no inferior 
al  52%,  que según el gobierno,  signif icaría que 
Ecuador encabezaría las rent as mineras en el  
mundo (en t érminos porcent uales).   Se prevé 
que los recursos se inviert an primero en el  de-
sarrol lo social  de las mismas parroquias de Za-
mora Chinchipe.   Además,  el  gobierno af irma 
que se ut i l izará una t ecnología que minimiza-
ría la cont aminación y el  impact o ambient al .   
Se prevé implement ar t ambién ot ros proyec-
t os similares.

La iniciat iva ha provocado expresiones de 
fuert e rechazo de ciert os sect ores,  indígenas 
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y ambient al ist as ent re ot ros,  que consideran 
que es una opción cont raria a la vocación del 
buen vivir que est ablece la Const it ución.

A t ales crít icas,  la subsecret aria de la SENPLA-
DES argument a que no es ciert o que Ecuador 
comience ahora a ser un país minero.   Consi-
dera que el  mayor daño ambient al  es el  que ha 
provocado la minería i legal,  que opera no solo 
de manera art esanal,  sino con grandes y cos-
t osas maquinarias,  provocando enorme cont a-
minación y dest rucción.   En cambio,  af irma,  
los cont rat os de minería a gran escala permit i-
rán est ablecer garant ías j urídicas y cont roles,  
además de regalías que benef icien al  país y a 
la población local.  

Al respect o,  reconoce que las economías del 
Sur en general est án viviendo un proceso de 
reprimarización,  relacionado con la demanda 
y los al t os precios de los product os primarios 
y el  rol  de China en el  mercado int ernacional,  
que ha signif icado “ una bonanza… una serie 
de ingresos que ant es ni lo soñábamos;  y est o 
est á haciendo que dej emos lo ot ro:  poder dar 
valor agregado a nuest ros product os y pensar 
en nuest ras economías más al lá de la coyun-
t ura” .   No obst ant e,  opina que Ecuador es uno 
de los países que est á enf rent ando el proble-
ma plenament e conscient e,  y que “ j ust amen-
t e ha plant eado est a est rat egia para poder 
usar esos recursos en la t ransformación de la 
mat riz product iva” .

Por su part e,  desde la oposición,  Albert o Acos-
t a -ex minist ro de energía del gobierno Correa 
y primer president e de la Asamblea Const it u-
yent e de 2008- considera que “ una economía 
ext ract ivist a,  es decir priorit ariament e prima-
rio-export adora,  t remendament e violent a con 
la Madre Tierra y sumisa f rent e al  mercado 
mundial ,  no t iene posibil idades de conducir-
nos al  desarrol lo.   Se pueden vivir épocas de 
bonanza económica,  pero dif íci lment e ca-
minaremos al desarrol lo.   Mucho menos est a 

modal idad de acumulación será la base para 
const ruir el  Buen Vivir en t ant o al t ernat iva 
al  desarrol lo.   En conclusión es imperiosa la 
necesidad de superar est a dependencia de los 
recursos primarios” 2.

Acost a opina que la explot ación de minerales 
a gran escala no es una fat al idad,  sino una 
elección,  la cual “ debe ser asumida en forma 
democrát ica y responsable” .   El lo impl icaría 
“ un amplio debat e con una act iva part icipa-
ción ciudadana,  rat if icada con una consult a 
popular” .   Y en caso de que la decisión de la 
sociedad sea favorable a la megaminería,  “ la 
misma sociedad debería ser la que est ablezca 
las bases para su crist al ización sin poner en 
riesgo la vida” ,  bases que ya est án plasmadas 
en la Const it ución de Mont ecrist i.   Y añade:  
“ lo mínimo que se podría hacer es prohibir 
la megaminería y la minería en general en 
las fuent es de agua -ríos,  lagunas,  páramos,  
aguas f reát icas y humedales-,  en las zonas 
de al t a biodiversidad,  en regiones en donde 
la vida de las comunidades est é en riesgo,  en 
paraj es con vest igios pat rimoniales arqueoló-
gicos…” .   Por lo t ant o,  af irma,  “ no est amos 
exclusivament e f rent e a una discusión t écnica 
y económica,  como pret ende el lobby minero-
gubernament al.   Siendo muy import ant e,  t am-
poco se agot a la discusión en lo ambient al .   
Est a es una discusión polít ica de fondo…” .

Sin embargo,  ent re las urgencias of iciales y 
los desplant es de sect ores crít icos,  con un 
ambient e elect oral  que comienza t emprana-
ment e a recalent arse,  el  espacio para que 
prospere una discusión polít ica de fondo más 
bien parece que t iende a est recharse.   En es-
t as circunst ancias result an signif icat ivas las 
declaraciones del President e de la Confede-
ración de Nacional idades Indígenas del Ecua-
dor,  CONAIE,  en el  sent ido de que “ nosot ros  
sí t enemos buena fe en los diálogos,  en los 
diálogos que se pueda const ruir en función del 
país” ,  siendo que las relaciones de est a colec-
t ividad con el  ej ecut ivo se mant ienen t ensas 
desde un buen t iempo at rás,  ent re ot ros fac-
t ores porque cerca de 200 de sus compañeros 

2) “ Frent e a las sinrazones de la megaminería” ,  pro-
logo del l ibro 15 mitos y realidades de la minería 

transnacional: Guía para desmontar el imaginario 

prominero,  Edit orial  Abya Yala,  2012. pasa a la página 32
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La am pliación  
de las fronteras ext ract ivas  

en Bolivia
Marco A. Gandarillas Gonzales

Gonzalo Sánchez de Lozada,  al  iniciar su pri-
mer mandat o,  en el  que se def iniría la privat i-
zación de las más import ant es empresas est a-
t ales,  como Yacimient os Pet rol íferos Fiscales 
Bol ivianos (YPFB),  def inió que el  área dest ina-
da a la exploración y explot ación de hidrocar-
buros debía ext enderse a cerca de 13 mil lones 
de hect áreas,  met a que no se concret ó,  en-
t re ot ras cosas,  debido a la resist encia social  
que se encont ró en diferent es regiones de la 
Amazonía donde la población rechazó la am-
pl iación de est as act ividades por sus nocivos 
impact os y porque después de un t iempo las 
t ransnacionales pet roleras decidieron concen-
t rar sus operaciones en el  sur del país donde 
se hal lan los megacampos gasíferos.  Al f inal i-
zar el  2011,  el  gobierno de Evo Morales parece 
haber ret omado el plan de Sánchez de Lozada,  
proyect ando un área superior a las 12 mil lones 
de hect áreas para nuevos emprendimient os de 
exploración de hidrocarburos.

El crecimient o de áreas dest inadas a las act i-
vidades ext ract ivas como la exploración y ex-
plot ación de hidrocarburos es signif icat ivo en 
los úl t imos años.  Junt o a el lo se mult ipl ican 
los anuncios de los port avoces gubernamen-
t ales de ext ender las zonas t radicionales de 
la minería de las t ierras al t as (regiones donde 
ha exist ido act ividad minera desde la colonia) 
hacia la Amazonía;  o la ampliación de la su-
perf icie cult ivada hacia los bosques de est a 
región,  lo que represent a increment ar la t asa 
de deforest ación que bordea ya las t rescien-
t as mil  hect áreas por año.  Las regiones hacia 
donde se orient a est a anormal expansión son 
las áreas prot egidas (regiones prot egidas por 
ley de las amenazas hacia su conservación) y 

los t errit orios indígenas que son las úl t imas 
regiones del país relat ivament e l ibres de ac-
t ividades indust riales y comerciales y que se 
caract erizan aún hoy por un buen est ado de 
conservación de sus ecoregiones.

Las amenazas de la expansión 

agroindustrial

El Vicepresident e,  Álvaro García,  señaló "(…) 
hay que expandir la f ront era agrícola y hay 
suf icient e t ierra (…),  Hay por lo menos 7 mi-
l lones de hect áreas pot encialment e sembra-
bles sin necesidad de chaquear más bosques 
(…) hay que expandir a 3,  a 4 y a 5 mil lones 
de hect áreas.  Es un proceso largo,  pero esa 
es una de las grandes t areas para mej orar la 
provisión de al iment os para el  mercado int er-
no y para export ar"1.  Est e anuncio se real izó 
al  iniciarse una bat al la del  sect or agroindus-
t r ial  del  or ient e por el  respet o a la l ibert ad 
de export ación que derivó en el  increment o 
del  cost o del  azúcar (“ azucarazo”  fue como 
la población denominó al  pact o ent re el  go-
bierno y los cañeros) y,  más import ant e aún,  
la aprobación de la denominada Ley de revo-
lución product iva agropecuaria que ent re sus 
disposiciones permit ió legal izar los cul t ivos 
t ransgénicos “ de los que Bol ivia no es cent ro 
de or igen” 2.  

Con ambas medidas se profundizó el  vínculo 
ent re el  gobierno de Morales y sus ant iguos 
oposit ores lat ifundist as,  quienes demost rando 

1  ABI 16 de noviembre de 2010.   “ García Linera 
considera necesario ampliar f ront era agrícola para 
garant izar soberanía al iment aria” .

2  Véase Revist a Pet ropress No 26.  www.cedib.org
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leal t ad hacia el  pact o no dudaron en respaldar 
públ icament e al  denominado Encuent ro Pluri-
nacional de enero pasado (al  que no asist ie-
ron las organizaciones indígenas,  ni la Cent ral  
Obrera Bol iviana),  event o del que obt uvieron 
el  compromiso del gobierno de poner en la 
congeladora la verif icación de la Función Eco-
nómica y Social  para conservar la propiedad 
de la t ierra (que es la principal demanda de 
est e sect or dada su nat uraleza lat ifundist a y 
especuladora) y que los encumbró en el  f la-
mant e Consej o Económico que t iene por mi-
sión viabil izar las conclusiones del conclave,  
ent re ot ros,  con la promulgación de nuevas 
leyes.

La const ant e ampliación de la f ront era agro-
pecuaria est á relacionada con el  crecimient o 
sost enido de la producción de soya que ha in-
crement ado la superf icie que ocupa en más de 
300%, con 1´ 394.974 de hect áreas,  alrededor 
de una 1/ 3 del t ot al  de la superf icie cult iva-
da3.

No es desconocido que la ampliación de la 
f ront era agrícola -en Bol ivia y ot ros países- 
est á ínt imament e relacionada con la privat i-
zación,  concent ración y-como se observa en 
los úl t imos años en nuest ro país- con la ex-
t ranj erización de la t ierra.   Si t omamos el 
caso de la soya est a sit uación de ext ranj eriza-
ción es más que evident e ya que en 1994-1995 
t an solo 1/ 3 part e de la superf icie cult ivada 
(32,8%) est uvo en manos de product ores na-
cionales,  mient ras que en el  siguient e quin-
quenio (1999-2000) est a superf icie cult ivada 
por nacionales se reduj o a cerca de ¼ part e 
(26,9%) increment ándose para el  quinquenio 
post erior (2006-2007) hast a 28,9%,  el  rest ant e 
est á dominado por ext ranj eros4.

A pesar que el  gobierno ha reit erado que la 
ampliación de la f ront era agrícola no compro-

3  La Encuest a Nacional Agropecuaria 2008 del 
INE revela que el 44,91% de la superficie cultivada 
corresponde al grupo de Oleaginosas e Indust riales.   

4  La Razón 15 de noviembre 2010.  “ Según Tie-
rra brasileños cont rolan el  40% de la soya en Sant a 
Cruz” .  Cit ado de M.  Gandari l las.  La ext ranj erización 
del t errit orio en Bol ivia.  En Pet ropress.  No 25.  

met ería a los bosques,  la t endencia es a que 
el  increment o de las superf icies cult ivadas se 
dé en est recha relación al  decrecimient o de 
las áreas boscosas.  El direct or de la Aut oridad 
de Fiscal ización de Bosques y Tierras (ABT),  
Cl iver Rocha,  denunció est a sit uación advir-
t iendo “ Si ese rit mo se mant iene,  est e país,  
no en mucho t iempo,  en unos 20 años,  va a ser 
un cement erio desolado y a eso nos est á l le-
vando est e sist ema económico capit al ist a de 
la expansión,  de la agroindust ria export adora 
como la soya,  de la ganadería,  para convert ir 
bosques en t ierras agrícolas y en past os para 
la ganadería” 5.

En la misma dirección,  la “ Sinopsis del Est a-
do Ambient al  de Bol ivia” 6,  elaborado por LI-
DEMA,  señala que,  ent re ot ros,  el  avance de 
la f ront era agropecuaria sería la responsable 
de la elevada sit uación de riesgo de los bos-
ques del país.  “ La f ront era agropecuaria no ha 
dej ado de crecer de forma casi exponencial ;  
el  año 1995,  la superf icie deforest ada en el  
país ascendía a más de t res mil lones de hec-
t áreas,  con una variación de la t asa anual de 
ent re 80.000 a 168.000 hect áreas.  Ent re 1993 
y 2000 la t asa de deforest ación fue est ima-
da en 270.000 hect áreas/ año,  sin embargo,  
la t asa anual de deforest ación en los úl t imos 
años (…) podría ser mucho mayor a 300.000 
hect áreas/ año.  Solament e en Sant a Cruz la 
superf icie desboscada a f ines del siglo veint e 
era superior a 2,5 mil lones de hect áreas,  en 
t ant o que a f ines del año 2005 la superf icie 
desboscada en el  país abarcaba algo más de 
10 mil lones de hect áreas,  cif ra que se podía 
haber increment ado a 14 mil lones a f ines de 
2009” .  (2010:  16).

Si consideramos que ni t an solo la mit ad de la 
deforest ación es real izada de forma legal,  es-
t amos f rent e a una sit uación en verdad insos-
t enible.  Mient ras que en 1998 se t enían151.022 
hect áreas con planes de aprovechamient o fo-
rest al ,  hacia el  2007 se cont aban con 185.056 

5  El Nacional.  2 de agost o 2010.  “ ABT adviert e que 
desforest ación en 20 años dej ará a Bol ivia como un 
cement erio desolado” .

6  LIDEMA.  2010.  Informe del Est ado Ambient al  en 
Bol ivia 2010.  LIDEMA.  La Paz,  Bol ivia.
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hect áreas,  de t odas el las en el  año 1998,  San-
t a Cruz cont aba con 70.941 hect áreas mien-
t ras que al  año 2007 est e depart ament o su-
maba ya 111.064 hect áreas,  es decir hubo un 
crecimient o de cerca del 100%.  En cuant o a las 
aut orizaciones de desmont e,  en el  año 1998 se 
cont aron 20.470 hect áreas,  l legando el 2007 a 
49.983 hect áreas a nivel nacional,  siendo que 
en Sant a Cruz se cont aba en 1998 con 14.048 
y en 2007 con 40.259,  es decir nuevament e la 
superf icie fue casi dupl icada7.  De acuerdo con 
un informe de t eledet ección de desmont es 
i legales de la ABT,  durant e la gest ión 2009,  en 
t ot al  se procesaron 364 casos afect ando a un 
t ot al  de 140.974,36 hect áreas (la mayor par-
t e en el  depart ament o de Sant a Cruz con 256 
procesos que compromet en 120.542,35 hect á-
reas,  es decir 85% de los casos)8.

En resumen las f ront eras ext ract ivas agrope-
cuarias y forest ales van en const ant e creci-
mient o y el  común denominador de est a sit ua-
ción radica en la privat ización de la t ierra y el  
t errit orio.  Veamos como ej emplo el  problema 
de la t ierra,  donde según da cuent a el  INRA 
hast a el  año 2008 el 68,48% de las superf icies 
dot adas est á en manos de 18,51% de los bene-
f iciarios,  mient ras que el  rest ant e 29,95% de 
las superf icies en manos de 79,87% de los be-
nef iciarios,  dicho en ot ros t érminos,  en t ot al  
2´ 058.707 de hect áreas (las mej ores t ierras 
product ivas del país) est án en poder de t an 
solo 42 famil ias lat ifundist as.

El extractivismo petrolero y minero 

Mencionamos en un inicio que hast a f ines del 
2011 la superf icie compromet ida para act ivi-
dades hidrocarburíferas se ha increment ado 
sost enidament e durant e la gest ión de Evo Mo-
rales.   De las cerca de 12 mil lones de hect á-
reas asignadas al  sect or,  cif ra superior en más 
de cuat ro veces a la que se t enía en 2009,  al-
rededor de 50% fueron asignadas a empresas 

7  Fuent e:  INE.

8  Aut oridad de Fiscal ización y Cont rol  Social  de 
Bosques y Tierras –ABT.  Teledet ección de desmont es 
i legales a part ir de imágenes de sat él it e mult i t empo-
rales.  Gest ión 2009.  

t ransnacionales en una superf icie que abarca 
5´ 412.196,06 de hect áreas.  Nuevas medidas 
en el  2012 podrían ampliar mucho más la su-
perf icie,  l legando a una sit uación sin prece-
dent es en la hist oria de Bol ivia,  debido a que 
se prevé la asignación de áreas de exploración 
pet rolera sobre ciudades como Sant a Cruz 
(que t iene ya una población superior al  mil lón 
de habit ant es) y Oruro que est á además im-
pact ada severament e por act ividades mineras 
en pleno cent ro urbano.

Al igual que con la f ront era hidrocarburífera,  
las áreas mineras amenazan a eco regiones 
sensibles.   “ Exist e un t ot al  de 638 concesiones 
mineras sobrepuest as con áreas prot egidas. . .  
La sit uación se ha vist o agravada por la recien-
t e react ivación de concesiones inact ivas de-
bido al  increment o de precios de los met ales 
en el  mercado int ernacional,  muchas de el las 
obviando el cumplimient o de la normat iva am-
bient al  vigent e y su sobre posición con áreas 
prot egidas” 9.

El  increment o de los precios de los minerales 
ha desat ado una f iebre minera que se expan-
de desde las zonas t radicionales en el  occi-
dent e hacia las zonas no t radicionales en las 
t ierras baj as.  Como señala un recient e est udio 
del CEDIB,  la zona del precámbrico en los de-
part ament os de Beni y Sant a Cruz alberga en 
la act ual idad a la segunda región minera del 
país con presencia de grandes t ransnaciona-
les como Vot orant im de Brasil  y Jindal l  de la 
India.

El  gobierno de Evo Morales apuest a al  creci-
mient o de los sect ores generadores de “ ex-
cedent e”  como el  hidrocarburífero y minero 
(y al  de inf raest ruct uras de export ación como 
las hidroeléct r icas y las carret eras int erna-
cionales) que en 2011 generaron dos mil  mi-
l lones de dólares pero t an solo 16% de los 
ingresos nacionales,  para el lo t iene previst o 
invert i r  al rededor del  80% de la inversión pú-
bl ica de los próximos años en est as indust r ias 
y ampl iar sost enidament e las áreas t radicio-

9 http://www.conflictosmineros.net/contenidos/4-
bol ivia/ 5930-dia-nacional-de-areas-prot egidas
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nales pr incipalment e hacia 
la Amazonía,  las zonas de 
f ront era,  las áreas prot egi-
das y los t err i t or ios indíge-
nas.    

Debido a los impact os que 
genera el  crecimient o acele-
rado y agresivo de las indus-
t rias ext ract ivas hacia ext en-
sas superf icies y el  fenómeno 
de ext ranj erización al  que 
est á vinculado est e proce-
so,  es evident e que se t opa-
rá con una resist encia social  
que ya se ha dej ado ver en 
la úl t ima marcha indígena en 
defensa del TIPNIS.

Marco A.  Gandarillas 

Gonzales es direct or 
ej ecut ivo del Cent ro 
de Document ación e 
Información Bol ivia - 

CEDIB.

se encuent ran procesados por prot est as sociales.

A propósit o,  en el  diálogo con Ana María Larrea le 
pregunt amos cómo ent ender la conf ront ación con or-
ganizaciones indígenas,  cuando la t ransición hacia el  
buen vivir requiere,  no solo de nuevas visiones,  sino 
t ambién de la const rucción o impulso de act ores so-
ciales que se empoderen y luchen por t ales cambios.   
Nos respondió que “ no es con las organizaciones indí-
genas que hay problemas:  es con una organización in-
dígena” ,  desencuent ro que –según el la- vendría desde 
el primer proceso elect oral  encabezado por Correa,  
cuando Pachakut ik opt ó por no t erciar j unt o con PAIS.   
“ Yo creo que con la CONAIE part icularment e,  con los 
movimient os sociales en general,  más es lo que nos 
une que lo que nos dist ancia.   Casi t odos los plan-
t eamient os programát icos fuert es de los movimient os 
sociales han sido canal izados por el  gobierno act ual.   
Y sí,  creemos en el  prot agonismo social  y en la im-
port ancia de cont ar con act ores sociales fuert es –de 
hecho la Const it ución ecuat oriana act ual… es la más 
part icipat iva que hay en América Lat ina-” .

Ecuador: Diálogo . . .
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